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Problema. 

 

En la realidad del litigio vigente encontramos los profesionales en Derecho, una serie de 

obstáculos frente a la presentación de  las demandas de casación en materia penal, reflejo de 

ellos es el alto índice de autos inadmisorios, emitidos por la Sala de Decisión Penal de la Corte 

Suprema de Justicia, como se puede evidenciar en una muestra  que se trae como ejemplo, 

relacionado el informe de relatoría de la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, en 

extractos de jurisprudencia segundo trimestre de 2013, donde en gran número de demandas de 

casación, fueron  inadmitidas por errores en la técnica que rige su presentación, lo que conlleva a 

la pérdida de oportunidad para que al procesado se le revise su caso por parte del máximo 

tribunal de la justicia ordinaria en materia penal.  

Esta investigación, se encamina a establecer una guía práctica para el usuario y/o 

funcionario judicial (Ministerio público – Fiscalía General de la Nación), a partir de un análisis 

exhaustivo de  autos de inadmisión de la Corte Suprema de Justicia – Sala de Decisión Penal-, 

desde el año 2013 hasta el año 2015; que explican los requisitos formales para acceder al recurso 

extraordinario,  invocando la causal tercera de casación penal, configurada en el artículo 181 del 

CPP (Ley 906 de 2004) y que permita al profesional en derecho, conocer y establecer el camino 

a seguir basándose en las pautas mínimas verificadas jurisprudencialmente, y de manera 

específica cuando nos encontramos frente esta causal como último remedio jurídico, esto es, la 

violación indirecta de la Ley sustancial ante la presencia de errores de hecho o de derecho en la 

decisión de Segunda Instancia, proferida por un Tribunal de Instancia. 
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Objetivo. 

Facilitar una guía básica con parámetros estándar obtenidos a  partir del análisis 

minucioso de los autos inadmisorios, emitidos por el Máximo Tribunal Penal desde el año 2013 

hasta el año 2015,  que unifique interpretaciones de la Corte Suprema de Justicia Sala Penal, 

(Ley 906 de 2004), sobre la causal Tercera  de casación a fin de lograr la efectividad del derecho 

material y reducir el índice de demandas inadmitidas. 

Objetivos secundarios. 

 

1. Analizar en los autos inadmisorios de demandas de casación del año 2013 a 2015, 

proferidos por la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia,  los requisitos legales 

exigidos  frente  a la causal Tercera  de casación en el marco de la Ley 906 de 2004. 

 

2. Facilitar a través de unificados criterios proferidos por la Corte Suprema de Justicia Sala 

Penal, una guía  estándar  sobre las   interpretaciones frente a la causal tercera de 

casación,  para la construcción de las demandas de casación penal, a fin de bajar el índice 

de inadmitidas. 
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 Capítulo I 

Estructura investigativa. 

 La presente investigación está dirigida a formular una guía práctica para el casacionista, 

relacionada con los requisitos legales exigidos cuando invocamos  la causal tercera de casación 

penal, a través de un análisis sistemático de los autos de inadmisión de demandas extraordinarias 

desde el año 2013 al año 2015, donde la Corte explica de manera desmenuzada cada uno de las 

exigencias  a cumplir cuando de invocar la causal tercera de casación penal se trata. 

 Del análisis de las decisiones en mención, se determinará si la Corte Suprema de 

Justicia, Sala de Casación penal, ha mantenido  en su jurisprudencia  las exigencias legales  en 

cuanto a la presentación de la demanda de casación penal, cuando acudimos a denunciar la 

sentencia de segunda instancia  por la violación indirecta de la ley, al incurrir el juez de 

instancia, en errores de hecho por falsos juicios de existencia por suposición u omisión del medio 

de prueba, por falsos juicio de identidad por tergiversación, adición o cercenamiento del medio 

de prueba o por falso juicio de raciocinio, cuando el fallador se aparta de la reglas de la sana 

crítica en lo referente a las reglas de la experiencia, la ciencia o la lógica. 

 De igual forma,  se ha mantenido el concepto legal, en cuanto a los errores de derecho 

cuando es evidente el yerro por falso juicio de legalidad  o falsos juicios de convicción en la 

producción o apreciación del medio de prueba. 

 Mediante gráfica, se muestra la relación de autos inadmisorios, que contienen los 

conceptos que la Corte Suprema de Justicia ha mantenido desde el año 2013, sobre las exigencias 

legales  respecto a la causal tercera de casación penal. 

 Auto  35832 de 18 de Diciembre de 2013,  que tiene relación directa  en cuanto al 

concepto de la causal tercera de casación penal, con los siguientes  autos, y que también se 

refieren a dicha causal:  
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 Auto  35832 de 18 de Diciembre de 2013, auto No. 17690 de  17 de Septiembre de 2003,  

auto No. 33790 de julio 03 de 2013, auto No. 40416  de 22 de Agosto de 2014, auto No. 

35614 de 02 de abril de 2014,  auto No. 41299 de 24 de septiembre de 2014 y auto 43580 

de  29 de abril de 2015. 

 Auto No. 35832  de 18 de diciembre de 2013, y relación por tema casal tercera de 

casación penal con auto No.  28213  de 26 de septiembre de 2007, auto No.35790  de 

julio 03 de 2013, auto No. 35988 de 06 de marzo de 2013. 

 Auto No. 33790 de 03 de julio de 2013 y su relación temática por causal tercera de 

casación penal, con auto No. 26276 de 24 de  agosto de 2007,  auto No. 35988 de  06 de 

marzo de 2013,  auto No. 40416 de 27 de agosto de 2014, auto No. 35150 de 26 de 

febrero de 2014, auto No. 35459 de 30 de julio de 2014,  auto No. 43802 de 29 de abril 

de 2015, auto No. 4494425  mayo de 2015. 

 Auto No. 33790 de 03 de julio de 2013 y su relación temática por causal tercera de 

casación penal, con auto No. 18328 de 16 de mayo de 2004, auto No. 40416 de 27 de 

agosto de 2014, auto No. 35614 de 02 de abril de 2014. 

 Auto No. 33790 de 03 de julio de 2013 y su relación temática por causal tercera de 

casación penal, con auto No.29249 de 31 de marzo de 2008, anto No. 40416 de 27 de 

agosto de 2014, auto No. 35614 de 02 de abril de 2014, auto No. 41299 de 24 de 

septiembre de 2014. 

 Auto No. 40416 de 27 de agosto de 2014 y su relación temática sobre causal tercera de 

casación con auto No. 26276 de 24 de agosto de 2007, auto No. 35988 de 06 de marzo de 

2007, auto No. 33790 de 03 de julio de 2013, auto No. 35150  de 26 de febrero de 2014,  

auto No. 35459 de 30 de julio de 2014,  auto No. 43802 de 29 de abril de 2015,  auto No. 

44944 de 25 de mayo de 2015. 

 Auto No. 40416 de 27 de agosto de 2014 y su relación temática sobre causal tercera de 

casación con auto No. 25527 de 10 de agosto de 2006, auto No. 35614 de 02 de abril de 

2014. 

 Auto No. 40416 de 27 de agosto de 2014 y su relación temática sobre causal tercera de 

casación con auto No. 17690 de 17 de septiembre de 2003, auto No. 35614 de 02 de abril 

de 2014, auto No. 41299 de 24 de septiembre de 2014. 
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 Auto No. 40416 de 27 de agosto de 2014 y su relación temática sobre causal tercera de 

casación con auto No. 29249 de 31 de marzo de 2008, auto No. 33790 de 03 de julio de 

2013, auto No. 35614 de 02 de abril de 2014, auto No. 41299 de 24  de septiembre de 

2014. 

 Auto No. 40416 de 27 de agosto de 2014 y su relación temática sobre causal tercera de 

casación con auto No. 18328 de 16 de marzo de 2009, auto No. 33790 de 03 de julio de 

2013, auto No. 35614 de 02 de abril de 2014. 

 Auto No.43580  de 27 de agosto de 2014 y su relación temática sobre causal tercera de 

casación con auto No. 17690 de 17 de septiembre de 2003, auto No. 41299 de 24 de 

septiembre de 2014, auto No. 35614 de 02 de abril de 2014, auto No. 40416 de 27 de 

agosto de 2014, auto No. 33790 de 03 de julio de 2013, auto No. 35832  de 17 de 

septiembre de 2003. 

 Auto No.43802 de 29 abril de 2015 y su relación temática sobre causal tercera de 

casación con auto No. 28213 de 20 de septiembre de 2007, auto No. 35988 de 06 de 

marzo de 2013, auto No. 33790 de 03 de julio de 2013, auto No. 35832  de 18 de 

diciembre de 2013. 

 Auto No.43802 de 29 abril de 2015 y su relación temática sobre causal tercera de 

casación con auto No. 26276 de 24 de agosto de 2007, auto No. 35439 de 30 de julio de 

2014, auto No. No. 35150 de 26 de febrero de 2014, auto No. 40416 de  27 de agosto de 

2014, auto No. 35988 de 06 de marzo de 2013, auto No. 33790  de 03 de julio de 2013. 

 Auto No.44944 de 25 de mayo de 2015 y su relación temática sobre causal tercera de 

casación con auto No. 26276 de 24 de agosto de 2007, auto No. 43802 de 29 de abril de 

2015, auto No. 35459 de 30 de julio de 2014,  auto N0. 35150  de 26 de febrero de 2014,  

auto No. 40416 de 27 de agosto de 2014, auto No. 35988 de 06 de marzo de 2013, auto 

No. 33790 de 03 de julio de 2013. 

 Para el presente trabajo, y teniendo en cuenta que, los conceptos son repetitivos, 

máxime cuando la mayoría han sido proferidos por el mismo  magistrado: Dr. José Leonidas 

Bustos Ramírez,  se transcribe  en capitulo los autos que contienen los preceptos más 

completos  que la Corte ha  indicado respecto de la causal tercera, inclusive  integrando lo 

referente al manejo del indicio, que en la ley 906 de 2004, no se indica como ha de resolverse 
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cuando nos encontramos ante violación indirecta de la Ley, cuando la violación parte del 

manejo de los indicios dentro del cuerpo de la sentencia. 

 Del año 2013, se tendrá en cuenta en este escrito, los siguientes autos: 

 Auto  No. 35832 de 18 de  diciembre de 2013, MP. José Leónidas Bustos Ramírez. 

 Auto  No. 40644 de 27 de febrero de 2013,  MP. María del Rosario González Muñoz. 

 Auto  No. 33790 de 03 de julio de 2013, MP. José Leónidas Bustos Ramírez. 

 Auto  No. 35988 de 06 de marzo de 2013, MP. José Leónidas Bustos Ramírez. 

Del año 2014, se tendrá en cuenta en este escrito, los siguientes autos: 

 Auto  No. 40416 de 02 de abril de 2014, 27 de  agosto de 2014, MP. José 

Leónidas Bustos Ramírez. 

 Auto  No. 35614 de 02 de abril de 2014, MP. José Leónidas Bustos Ramírez. 

 Auto  No. 41299 de 24 de septiembre de 2014,  MP. José Leónidas Bustos 

Ramírez. 

 Auto  No. 35459 de 30 de julio de 2013, MP. José Leónidas Bustos Ramírez. 

 Del año 2015, se tendrá en cuenta en este escrito, los siguientes autos: 

 Auto  No. 43580 de 29 de abril de 2015,  MP. José Leónidas Bustos Ramírez. 

 Auto  No. 43802 de 29 de abril de 2013, MP. José Leónidas Bustos Ramírez. 

 Auto  No. 44944 de 25 de mayo de  2015, MP. José Leónidas Bustos Ramírez. 

Una vez, se indiquen los preceptos jurídicos   contentivos en los autos mencionados, se 

ilustrará en forma gráfica la relación entre los mismos, a fin de tener mayor comprensión  sobre 

la forma en que la Corte ha venido manteniendo los conceptos sobre esta causal, objeto de 

análisis. 

Antes de concluir en forma guía básica, con preceptos ajustados a los establecidos por la 

corte, se le indicará al usuario, una forma práctica y lógica jurídica,  de cómo debe abordar  los 

diferentes errores  de hecho y de derecho, en forma de escalera, que hará más fácil la 

comprensión del porqué  las causales son excluyentes  y por qué se ha de abordar en cargos 

separados  los diferentes reproches o  falsos juicios y de esta forma, no incurrir en  errores de 
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lógica  cuando se presenta la demanda, que puede ser inadmitida por la falta de técnica en su 

construcción.  

 

Finalmente se aborda la causal tercera de casación penal, en su forma y contenido 

conforme a la Ley 600 de 2000, para extraer las conclusiones necesarias frente a la 

diferenciación en torno a su estructura de cara a su reglamentación en la ley 906 de 2000. 

 

Capítulo II. 

Autos de inadmisión año 2013. 

Auto No. 35832 de 18 de Diciembre de 2013: 

Los primeros, es decir los errores de hecho en la apreciación probatoria, se 

configuran cuando el juzgador se equivoca al contemplar materialmente el medio 

de conocimiento; porque deja de apreciar una prueba, elemento material o 

evidencia, pese a haber sido válidamente presentada o  practicada en el juicio oral, 

o porque la supone practicada en éste sin haberlo realmente sido y sin embargo le 

confiere mérito (falso juicio de existencia); o cuando no obstante considerarla 

legal y oportunamente presentada, practicada y controvertida, al fijar su contenido 

la distorsiona, cercena o adiciona en su expresión fáctica, haciéndole producir 

efectos que objetivamente no se establecen de ella (falso juicio de identidad); o, 

porque sin cometer ninguno de los anteriores desaciertos, habiendo sido 

válidamente practicada la prueba en el juicio oral, en la sentencia es apreciada en 

su exacta dimensión fáctica, pero al asignarle su mérito persuasivo se aparta de los 

criterios técnico-científicos normativamente establecidos para la apreciación de 

ella, o  los postulados de la lógica, las leyes de la ciencia o las reglas de 

experiencia, es decir, los principios de la sana crítica, como método de valoración 

probatoria (falso raciocinio). 

 

De este modo, cuando el reparo se orienta por el falso juicio de existencia por 
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suposición del medio de conocimiento, compete al casacionista demostrar el yerro 

con la indicación correspondiente del fallo en donde se aluda a dicho medio que 

materialmente no fue practicado, presentado o controvertido en el juicio; y si lo es 

por omisión de ponderar prueba, elemento material o evidencia física válidamente 

presentada o practicada en la audiencia de juicio oral (falso juicio de existencia 

por omisión), es su deber concretar la parte pertinente de la audiencia pública en 

que se presentó la evidencia o el elemento material o se practicó la prueba, e 

indicar qué objetivamente se establece de ella, cuál  mérito le corresponde 

siguiendo los postulados de la sana crítica y los criterios de valoración 

normativamente previstos para cada una, y señalar cómo su estimación conjunta 

con el arsenal probatorio aducido por las partes en el juicio y debidamente 

controvertido en éste, da lugar a variar las conclusiones del fallo, y, por tanto a 

modificar la parte resolutiva de la sentencia objeto de impugnación extraordinaria.      

 

Si lo pretendido es denunciar la configuración de errores de hecho por falsos 

juicios de identidad en la apreciación probatoria, el casacionista debe indicar 

expresamente qué en concreto dice el medio de prueba, el elemento material 

probatorio o la evidencia física, según el caso;  qué exactamente dijo de él el 

juzgador, cómo se le tergiversó, cercenó o adicionó en su expresión fáctica 

haciéndole producir efectos que objetivamente no se establecen de él, y lo más 

importante, la repercusión definitiva del desacierto en la declaración de justicia 

contenida en la parte resolutiva del fallo. 

 

Si se denuncia falso raciocinio por desconocimiento de los criterios técnico 

científicos normativamente establecidos para cada medio en particular (Art. 380 

CPP), el casacionista tiene por deber precisar la norma de derecho procesal que 

fija los criterios de valoración de la prueba cuya ponderación se cuestiona, indicar 

cuál o cuáles de ellos fueron conculcados en el caso particular y demostrar la 

incidencia que dicho desacierto tuvo en la parte resolutiva del fallo. 

 

Si la denuncia se dirige a patentizar el desconocimiento de los postulados de la 
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sana crítica, se debe indicar qué dice de manera objetiva el medio, qué infirió de él 

el juzgador y cuál mérito persuasivo le fue otorgado; también debe señalar cuál 

postulado de la lógica, ley de la ciencia o máxima de experiencia fue desconocida, 

y cuál el aporte científico correcto, la regla de la lógica apropiada, la máxima de la 

experiencia que debió tomarse en consideración y cómo; finalmente, demostrar la 

trascendencia del error, indicando cuál debe ser la apreciación correcta de la 

prueba o pruebas que cuestiona, y que habría dado lugar a proferir un fallo 

sustancialmente distinto y opuesto al ameritado.   

 

La Corte no puede dejar de subrayar  conforme lo ha hecho en ocasiones anteriores, 

que cuando de precisar la naturaleza y alcance de los errores originados en la 

apreciación judicial de las pruebas, como uno de los motivos de invalidación 

susceptibles de ser invocados en sede de casación, la jurisprudencia1 ha sido 

insistente en señalar que este desacierto no resulta configurado por la sola disparidad 

de criterios entre la valoración realizada por los jueces y la pretendida por los sujetos 

procesales, sino de la comprobada y grotesca contradicción entre aquella y las reglas 

que informan la valoración racional de la prueba. 

 

También ha dicho, en doctrina suficientemente decantada y difundida,  que si un 

contraste de tales características no se presenta, porque los juzgadores, en ejercicio 

de esta función, han respetado los límites que prescriben las reglas de la sana crítica, 

será su criterio, no el de las partes, el llamado a prevalecer, por virtud de la doble 

presunción de acierto y legalidad con que está amparada la sentencia de segunda 

instancia. 

…..(..). 

Los errores de derecho en la apreciación de las pruebas, entrañan, por su parte, 

la apreciación material del medio de conocimiento por parte del juzgador, quien lo 

acepta no obstante haber sido aportado al juicio, o practicado o presentado en éste, 

con violación de las garantías fundamentales o de las formalidades legales para su 

aducción o práctica; o lo rechaza y deja de ponderar porque a pesar de haber sido 

                                                           
1 Cfr. por todas cas. de 17 de septiembre de 2003. Rad. 17690 
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objetivamente cumplidas, considera que no las reúne (falso juicio de legalidad). 

 

También, aunque de restringida aplicación por haber desaparecido del sistema 

procesal la tarifa legal, se incurre en esta especie de error cuando el juzgador 

desconoce el valor prefijado al medio de conocimiento en la ley, o la eficacia que 

ésta le asigna (falso juicio de convicción), correspondiendo al actor, en todo caso, 

señalar las normas procesales que reglan los medios de conocimiento sobre los 

que predica el yerro, y acreditar cómo se produjo su trasgresión. 

 

Cada una de estas especies de error, obedece a momentos lógicamente distintos en 

la apreciación probatoria y corresponden a una secuencia de carácter progresivo, 

así encuentren concreción en un acto históricamente unitario: el fallo judicial de 

segunda instancia. Por esto no resulta técnicamente correcto que frente a un 

mismo medio de conocimiento y dentro del mismo cargo,  o en otro postulado en 

el mismo plano, sin indicar la prelación con que la Corte ha de abordar su análisis, 

se mezclen argumentos referidos a desaciertos probatorios de naturaleza distinta. 

 

Debido a ello, en aras de la claridad y precisión que debe regir la fundamentación 

del instrumento extraordinario de la casación, compete al actor identificar 

nítidamente la vía de impugnación a que se acoge, señalar el sentido de 

trasgresión de la ley, y, según el caso, concretar el tipo de desacierto en que se 

funda, individualizar el medio o medios de conocimiento sobre los que predica el 

yerro, e indicar de manera objetiva su contenido, el mérito atribuido por el 

juzgador, la incidencia del desacierto cometido en las conclusiones del fallo, y en 

relación de determinación concretar la norma de derecho sustancial que 

mediatamente resultó excluida o indebidamente aplicada y acreditar cómo, de no 

haber ocurrido el yerro, el sentido del fallo habría sido sustancialmente distinto y 

opuesto al impugnado, integrando de esta manera lo que se conoce como la 

proposición jurídica del cargo y la formulación completa de éste. 

 

3.- De todos modos, debe insistir la Sala en que de optar el demandante por la vía 
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indirecta para denunciar la violación de normas sustanciales por errores en la 

apreciación de los medios de conocimiento, la misma naturaleza excepcional que  

la casación ostenta le impone la necesidad de abordar la demostración de cómo 

habría de corregirse el yerro probatorio que denuncia, modificando tanto el 

supuesto fáctico como la parte dispositiva de la sentencia. 

 

Como resulta apenas obvio, esta tarea comprende el deber de realizar un nuevo 

análisis de los medios de prueba, los elementos materiales probatorios y la 

evidencia física presentados y, por ende, debatidos en el juicio; valorando los 

medios que fueron omitidos, cercenados o tergiversados, o apreciando acorde con 

los principios técnico científicos establecidos para cada uno en particular y las 

reglas de la sana crítica respecto de aquellos en cuya ponderación fueron 

transgredidos los postulados de la lógica, las leyes de la ciencia o los dictados de 

experiencia; y excluyendo del fallo los supuestos o los ilegalmente practicados o 

aducidos. 2.3 

 

 Auto No. 40644 de 27 de Febrero de 2013. 

 

- El error de hecho por falso juicio de existencia tiene ocurrencia cuando un medio 

de prueba es excluido de la valoración efectuada por el juzgador no obstante haber 

sido allegado al proceso en forma legal, regular y oportuna (ignorancia u omisión) 

o porque lo crea a pesar de no existir materialmente en el proceso (suposición o 

ideación), otorgándole un efecto trascendente en la sentencia. 

 

En esta hipótesis, el recurrente está obligado a identificar el medio de prueba que 

en su criterio se omitió o se supuso, a establecer la incidencia de esa omisión o 

suposición probatoria en la decisión controvertida y en favor del interés 

representado -lo cual comporta la necesidad de demostrar que el fallo atacado no 

                                                           
2 Cfr. Por todas Cas. de 26 de septiembre de 2007. Rad. 28213 

 
3 Colombia, Corte Suprema de Justicia (2013, Diciembre), “Auto No. 35832”, M. P. Bustos Ramírez,  

J. L, Bogotá. 
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se preserva con otros elementos de juicio- y a demostrar de qué forma se violó la 

ley sustancial con ese defecto de apreciación, ya sea por falta de aplicación o por 

aplicación indebida. 

 

- El error de hecho falso juicio de identidad, por su parte, se verifica cuando el 

juzgador tergiversa o distorsiona el contenido objetivo de la prueba para hacerla 

decir lo que ella no expresa materialmente. También se ha expuesto que en esa 

modalidad de desacierto en la apreciación de las pruebas igualmente incurre el 

juzgador cuando toma una parte de la prueba como si fuera el todo, en tanto ello 

constituye una forma de distorsión, pues, en su proceso de valoración, se le 

suprimen apartes trascendentes, omitiendo de esa manera su apreciación integral.   

 

En esencia, se trata de un yerro de contemplación objetiva de la prueba que surge 

luego de confrontar su expresión material con lo que consigna el sentenciador 

acerca de ella, deformación que, además, debe recaer sobre prueba determinante 

frente a la decisión adoptada.  

 

Desde esa perspectiva, resulta necesario para quien propone esta clase de error, 

ante todo, individualizar o concretar la prueba sobre la cual recae el supuesto 

yerro; luego, ha de evidenciar cómo fue apreciada por el fallador señalando de qué 

forma esa valoración tergiversa o distorsiona su contenido material, esto es, 

puntualizando la  supresión o agregación de su contexto real para de allí inferir 

que en realidad se alteró su sentido.  Acto seguido, debe establecer la 

trascendencia del yerro frente a lo declarado en el fallo, es decir, concretar por qué 

la sentencia ha de mutarse a favor del demandante, ejercicio que lleva inmersa la 

obligación de demostrar por qué el fallo impugnado no se puede mantener con 

fundamento en las restantes pruebas que lo sustentan. Y, finalmente, se debe 

demostrar que con el defecto de apreciación se vulnera una ley sustancial por falta 

de aplicación o aplicación indebida. 

 

La última de las modalidades de error de hecho es por falso raciocinio, el cual se 
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configura cuando el sentenciador aprecia la prueba desconociendo las reglas de la 

sana crítica, esto es, postulados lógicos, leyes científicas o máximas de la 

experiencia. 

 

En tal supuesto le corresponde al casacionista señalar qué dice concretamente el 

medio probatorio, qué se infirió de él en la sentencia atacada, cuál fue el mérito 

persuasivo otorgado y, desde luego, determinar el postulado lógico, la ley 

científica o la máxima de experiencia cuyo contenido fue desconocido en el fallo, 

debiendo a la par indicar su consideración correcta e identificar la norma de 

derecho sustancial que indirectamente resultó excluida o indebidamente aplicada.  

Finalmente, está compelido a demostrar la trascendencia del error expresando con 

claridad cuál debe ser la adecuada apreciación de aquella prueba, con la 

indeclinable obligación de acreditar que la enmienda del yerro daría lugar a un 

fallo esencialmente diverso y favorable a los intereses de su representado. 

 

- El error de derecho por falso juicio de legalidad, a su vez, tiene ocurrencia por 

doble vía. La primera, también conocida como aspecto positivo, se verifica 

cuando a un medio de prueba se le confiere validez jurídica tras suponer que 

satisface las exigencias formales de producción sin que en realidad las siga y, la 

segunda, o aspecto negativo, se configura frente a la situación contraria, esto es, 

porque se considera que no las reúne, cumpliéndolas.  

 

En ambos casos se exige del actor individualizar la prueba sobre la cual recae el 

vicio, especificar cuál es la formalidad legal omitida, por lo que es necesario 

referir a la norma que contiene la formalidad y señalar su trascendencia en 

relación con el fallo o, dicho de otro modo, que al marginarla y confrontarla con 

las demás pruebas cuya validez no se encuentra comprometida, en caso de que 

existan, las conclusiones y el sentido de la sentencia sufren modificación de 

manera favorable para el interesado. Si lo decidido no varía, la invalidación del 

medio de prueba carece de trascendencia para casar el fallo; pero si la invalidación 

de la referida prueba ilegal conduce a una providencia diversa, el yerro se torna 
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trascendente e impone casar el fallo y proferir en su reemplazo la decisión que se 

ajuste a la nueva valoración probatoria.  No escapa a su demostración, como es 

innato a todos estos yerros, la obligación de corroborar que con el defecto de 

apreciación se vulnera una ley sustancial por falta de aplicación o aplicación 

indebida. 

 

- El error de derecho por falso juicio de convicción, para finalizar, se produce 

cuando se valora una prueba haciendo caso omiso del predeterminado crédito que 

la ley le ha otorgado. 

 

Con el fin de demostrar adecuadamente este yerro, el casacionista debe identificar 

el medio de prueba que en su criterio fue apreciado contrariamente al valor 

otorgado por la ley;  luego, precisar el o los preceptos legales en virtud de los 

cuales se asigna un específico valor probatorio al medio de prueba;  después, 

determinar la trascendencia que tuvo la incorrecta apreciación del medio de 

prueba en la decisión impugnada y en favor del interés representado, lo cual 

comporta, como ya se ha precisado frente a los supuestos anteriores, la necesidad 

de demostrar que el fallo atacado no se mantiene con otros elementos de juicio y, 

por último, establecer la forma como se violó la ley sustancial con el defecto de 

apreciación, bien por falta de aplicación o por aplicación indebida. 

 

Al margen de la denominación empleada, lo que sí debe aflorar claro en el texto 

del libelo casacional, si de exponer un error de apreciación probatoria se trata, es 

un desarrollo consecuente con alguna de las modalidades vistas, cumpliendo las 

exigencias argumentativas señaladas, so pena de rechazo de la pretensión, pues la 

Corte no se ocupa en esta sede de la confrontación entre el ejercicio valorativo 

contenido en la sentencia y el criterio subjetivo del casacionista, ni mucho menos 

de desentrañar propuestas confusas, ininteligibles, contradictorias o ambiguas, 
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atendida la naturaleza extraordinaria del recurso y su carácter esencialmente 

rogado. 4   

 

 Auto No. 33790 de 03 de Julio de 2013. 

 

“a) La de su numeral 1º –falta de aplicación, interpretación errónea, o aplicación 

indebida de una norma del bloque de constitucionalidad, constitucional o legal, 

llamada a regular el caso-, recoge los supuestos de la que se ha llamado a lo largo 

de la doctrina de esta Corporación como violación directa de la ley material. 

“b) La del numeral 2º consagra el tradicional motivo de nulidad por errores in 

iudicando, por cuanto permite el ataque si se desconoce el debido proceso por 

afectación sustancial de su estructura (yerro de estructura) o de la garantía debida 

a cualquiera de las partes (yerro de garantía). 

“En tal caso, debe tenerse en cuenta que las causales de nulidad son taxativas y 

que la denuncia bien sea de la vulneración del debido proceso o de las garantías, 

exige claras y precisas pautas demostrativas5. 

“Del mismo modo, bajo la orientación de tal causal puede postularse el 

desconocimiento del principio de congruencia entre acusación y sentencia6. 

“c) Finalmente, la del numeral 3º se ocupa de la denominada violación indirecta 

de la ley sustancial –manifiesto desconocimiento de las reglas de producción y 

apreciación de la prueba sobre la cual se ha fundado la sentencia-; desconocer las 

reglas de producción alude a los errores de derecho que se manifiestan por los 

falsos juicios de legalidad –práctica o incorporación de las pruebas sin 

observancia de los requisitos contemplados en la ley-, o, excepcionalmente por 

falso juicio de convicción7, mientras que el desconocimiento de las reglas de 

                                                           
4 Colombia, Corte Suprema de Justicia (2013, febrero), “Auto No. 40644”, M. P. Gónzalez Muñoz, 

M.R., Bogotá. 
5 Cfr. auto de casación del 24 de noviembre de 2005, radicación 24.323. 
6 Cfr. auto de casación del 24 de noviembre de 2005, radicación 24.530. 
7 ib. radicación 24.530 
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apreciación hace referencia a los errores de hecho que surgen a través del falso 

juicio de identidad –distorsión o alteración de la expresión fáctica del elemento 

probatorio-, del falso juicio de existencia –declarar un hecho probado con base en 

una prueba inexistente u omitir la apreciación de una allegada de manera válida al 

proceso- y del falso raciocinio –fijación de premisas ilógicas o irrazonables por 

desconocimiento de las pautas de la sana crítica-. 

“La invocación de cualquiera de estos errores exige que el cargo se desarrolle 

conforme a las directrices que de antaño ha desarrollado la Sala, en especial, aquella 

que hace relación con la trascendencia del error, es decir, que el mismo fue 

determinante del fallo censurado”8. 

  …(..).. 

5.-  Si de lo que se trata es de denunciar, con apoyo en la causal tercera de casación, 

que la sentencia del Tribunal incurre en “manifiesto desconocimiento de las reglas 

de producción y apreciación de la prueba sobre la cual se ha fundado la sentencia”,  

dicho tipo de desacierto corresponde a la forma indirecta de violación a las 

disposiciones de derecho sustancial, y se configura cuando el sentenciador comete 

errores en la apreciación de los medios de prueba, los elementos materiales 

probatorios o la evidencia física, los cuales pueden ser de hecho o de derecho9. 

  

Los primeros, es decir los errores de hecho en la apreciación probatoria, se 

presentan cuando el juzgador se equivoca al contemplar materialmente el medio 

de conocimiento; porque deja de apreciar una prueba, elemento material o 

evidencia, pese a haber sido válidamente presentada o  practicada en el juicio oral, 

o porque la supone practicada en éste sin haberlo realmente sido y sin embargo le 

confiere mérito (falso juicio de existencia); o cuando no obstante considerarla 

legal y oportunamente presentada, practicada y controvertida, al fijar su contenido 

la distorsiona, cercena o adiciona en su expresión fáctica, haciéndole producir 

efectos que objetivamente no se establecen de ella (falso juicio de identidad); o, 

                                                           
8 Cfr. Auto. Cas. mayo 4 de 2006. Rad. 25250. 
9 Cfr. Por todas. Cas. de 29 de agosto de 2007. Rad. 26276. 
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porque sin cometer ninguno de los anteriores desaciertos, habiendo sido 

válidamente practicada la prueba en el juicio oral, en la sentencia es apreciada en 

su exacta dimensión fáctica, pero al asignarle su mérito persuasivo se aparta de los 

criterios técnico-científicos normativamente establecidos para la apreciación de 

ella, o  los postulados de la lógica, las leyes de la ciencia o las reglas de 

experiencia, es decir, los principios de la sana crítica, como método de valoración 

probatoria (falso raciocinio). 

 

De este modo, cuando el reparo se orienta por el falso juicio de existencia por 

suposición del medio de conocimiento, compete al casacionista demostrar el yerro 

con la indicación correspondiente del fallo en donde se aluda a dicho medio que 

materialmente no fue practicado, presentado o controvertido en el juicio; y si lo es 

por omisión de ponderar prueba, elemento material o evidencia física válidamente 

presentada o practicada en la audiencia de juicio oral (falso juicio de existencia 

por omisión), es su deber concretar la parte pertinente de la audiencia pública en 

que se presentó la evidencia o el elemento material o se practicó la prueba, e 

indicar qué objetivamente se establece de ella, cuál  mérito le corresponde 

siguiendo los postulados de la sana crítica y los criterios de valoración 

normativamente previstos para cada una, y señalar cómo su estimación conjunta 

con el arsenal probatorio aducido por las partes en el juicio y debidamente 

controvertido en éste, da lugar a variar las conclusiones del fallo, y, por tanto a 

modificar la parte resolutiva de la sentencia objeto de impugnación extraordinaria.      

 

Si lo pretendido es denunciar la configuración de errores de hecho por falsos 

juicios de identidad en la apreciación probatoria, el casacionista debe indicar 

expresamente qué en concreto dice el medio de prueba, el elemento material 

probatorio o la evidencia física, según el caso;  qué exactamente dijo de él el 

juzgador, cómo se le tergiversó, cercenó o adicionó en su expresión fáctica 

haciéndole producir efectos que objetivamente no se establecen de él, y lo más 

importante, la repercusión definitiva del desacierto en la declaración de justicia 

contenida en la parte resolutiva del fallo. 
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Si se denuncia falso raciocinio por desconocimiento de los criterios técnico 

científicos  normativamente establecidos para cada medio en particular (Art. 

380 CPP), el casacionista tiene por deber precisar la norma de derecho procesal 

que fija los criterios de valoración de la prueba cuya ponderación se cuestiona, 

indicar cuál o cuáles de ellos fueron conculcados en el caso particular y demostrar 

la incidencia que dicho desacierto tuvo en la parte resolutiva del fallo. 

 

Si la denuncia se dirige a patentizar el desconocimiento de los postulados de la 

sana crítica, se debe indicar qué dice de manera objetiva el medio, qué infirió de él 

el juzgador y cuál mérito persuasivo le fue otorgado; también debe señalar cuál 

postulado de la lógica, ley de la ciencia o máxima de experiencia fue desconocida, 

y cuál el aporte científico correcto, la regla de la lógica apropiada, la máxima de la 

experiencia que debió tomarse en consideración y cómo; finalmente, demostrar la 

trascendencia del error, indicando cuál debe ser la apreciación correcta de la 

prueba o pruebas que cuestiona, y que habría dado lugar a proferir un fallo 

sustancialmente distinto y opuesto al ameritado.   

 

La Corte no puede dejar de subrayar que cuando de precisar la naturaleza y alcance 

de los errores originados en la apreciación judicial de las pruebas, como uno de los 

motivos de invalidación susceptibles de ser invocados en sede de casación, la 

jurisprudencia10 ha sido insistente en señalar que este desacierto no resulta 

configurado por la sola disparidad de criterios entre la valoración realizada por los 

jueces y la pretendida por los sujetos procesales, sino de la comprobada y grotesca 

contradicción entre aquella y las reglas que informan la valoración racional de la 

prueba. 

 

Tampoco trata la casación, en cuanto a este motivo se refiere, de presentar 

argumentos probatorios que puedan ser válidos frente a una hipótesis posible de 

interpretación, pues lo posible no se identifica con lo cierto, real, claro y 

                                                           
10 Cfr. por todas cas. de 17 de septiembre de 2003. Rad. 17690 



20 
 

manifiesto, ni puede ser utilizado como fundamento para resolver la divergencia 

apreciativa de los medios entre el juez y las partes. En tal eventualidad prevalece 

el criterio de aquél siempre y cuando se mantenga dentro de las pautas que rigen 

la persuasión racional, cuya desvirtuación compete al demandante de manera 

objetiva, clara y completa con referencia a la totalidad de los medios en que se 

sustentó el fallo objeto de censura y no combatiendo tan sólo una parte de ellos 

desde su particular punto de vista, como si el juicio no hubiera concluido con el 

proferimiento de la sentencia de segunda instancia.     

 

Los errores de derecho en la apreciación de las pruebas, entrañan, por su parte, 

la apreciación material del medio de conocimiento por parte del juzgador, quien lo 

acepta no obstante haber sido aportado al juicio, o practicado o presentado en éste, 

con violación de las garantías fundamentales o de las formalidades legales para su 

aducción o práctica; o lo rechaza y deja de ponderar porque a pesar de haber sido 

objetivamente cumplidas, considera que no las reúne (falso juicio de legalidad). 

 

También, aunque de restringida aplicación por haber desaparecido del sistema 

procesal la  tarifa legal, se incurre en esta especie de error cuando el juzgador 

desconoce el valor prefijado al medio de conocimiento en la ley, o la eficacia que 

ésta le asigna (falso juicio de convicción), correspondiendo al actor, en todo caso, 

señalar las normas procesales que reglan los medios de conocimiento sobre los 

que predica el yerro, y acreditar cómo se produjo su trasgresión. 

 

Cada una de estas especies de error, obedece a momentos lógicamente distintos en 

la apreciación probatoria y corresponde a una secuencia de carácter progresivo, así 

encuentren concreción en un acto históricamente unitario: el fallo judicial de 

segunda instancia. Por esto no resulta técnicamente correcto que frente a un 

mismo medio de conocimiento y dentro del mismo cargo,  o en otro postulado en 

el mismo plano, sin indicar la prelación con que la Corte ha de abordar su análisis, 

se mezclen argumentos referidos a desaciertos probatorios de naturaleza distinta. 

  …(..).. 
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6.- Y cuando de ataque a la apreciación de la prueba indiciaria se trata, el 

censor debe informar si la equivocación se cometió respecto de los medios 

demostrativos de los hechos indicadores, la inferencia lógica, o en el proceso de 

valoración conjunta al apreciar su articulación, convergencia y concordancia de 

los varios indicios entre sí, y entre éstos y las restantes pruebas, para llegar a una 

conclusión fáctica desacertada. 

 

De manera que si el error radica en la apreciación del hecho indicador, dado que 

necesariamente éste ha de acreditarse con otro medio de prueba de los legalmente 

establecidos, ineludible resulta postular  si el yerro fue de hecho o de derecho, a 

qué expresión corresponde, y cómo alcanza demostración para el caso. 

 

Si el error se ubica en el proceso de inferencia lógica, ello supone partir de aceptar 

la  validez del medio con el que se acredita el hecho indicador, y demostrar al 

tiempo que el juzgador en la  labor de asignación del mérito suasorio se apartó de 

las leyes de la ciencia, los principios de la lógica o las reglas de experiencia, 

haciendo evidente en qué consiste y cuál es la operancia correcta de cada uno de 

ellos, y cómo en concreto esto es desconocido. 

 

O, en otras palabras dicho, “su demostración impone, entonces, tener que 

confrontar la forma como los juzgadores apreciaron la prueba que se afirma 

indebidamente valorada, y demostrar -que no criticar, disentir, o discutir- que sus 

apreciaciones son arbitrarias o irrazonables por desconocer los derroteros de la 

sana crítica –los dictados de la lógica, las máximas de la experiencia, las leyes de 

la ciencia, se reitera-, y que el desacierto tuvo incidencia trascendente en el 

contenido o sentido del fallo, luego de dejar establecido que éste no se puede 

mantener con las restantes premisas de la sentencia, para lo cual el demandante 

tiene la correlativa carga de explicar por qué la apreciación de los demás 

elementos probatorios es insuficiente para sostenerla”11. 

 

                                                           
11 Cfr. auto cas. de 10 de agosto de 2006. Rad. 25527 



22 
 

Si lo pretendido es denunciar error de hecho por falso juicio de existencia por 

omisión de un indicio o un conjunto de ellos, lo primero que debe acreditar el 

censor es la incorporación material del medio probatorio a juicio y con el cual se 

evidencia el hecho indicador, la validez de su aducción, qué se establece de él, 

cuál mérito le corresponde, y luego de realizar el proceso de inferencia lógica a 

partir de tener acreditado el hecho base, exponer el indicio que se estructura sobre 

él, el valor correspondiente siguiendo las reglas de experiencia, y su articulación y 

convergencia con los otros indicios o medios de prueba directos. 

 

Además, dada la naturaleza de este medio de convicción, si el yerro se presenta en 

la labor de análisis de la convergencia y congruencia entre los distintos indicios y 

de éstos con los demás medios, o al asignar la fuerza demostrativa en su 

valoración conjunta, es aspecto que no puede dejarse de precisar en la demanda, 

concretando el tipo de error cometido, demostrando que la inferencia realizada por 

el juzgador se distancia de los postulados de la sana crítica, y acreditando que la 

apreciación probatoria que se propone en su reemplazo, permite llegar a 

conclusión diversa de aquella a la que arribara el sentenciador, pues no  trata la 

casación de dar lugar a anteponer el particular punto de vista del actor al del 

fallador, ya que en dicha eventualidad primará siempre éste, en cuanto la sentencia 

se halla amparada por la doble presunción de acierto y legalidad, siendo carga del 

demandante desvirtuarla con la demostración concreta de haberse incurrido en 

errores determinantes de violación en la declaración del derecho.    

       

Es en este sentido que el demandante debe precisar en qué momento de la 

construcción indiciaria se produce, si en el hecho indicador, o en la inferencia por 

violar las reglas de la sana crítica,  para lo cual ha de señalar qué en concreto dice 

el medio demostrativo del hecho indicador, cómo hizo la inferencia el juzgador, 

en qué consistió el yerro, y qué grado de trascendencia tuvo éste por su 

repercusión en la parte resolutiva del fallo12.  

 

                                                           
12 Cfr. por todas. Cas de 10 de marzo de 2004. Rad. 18328  
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La Sala ha convenido en advertir13, además, que esta forma de atacar la 

apreciación de la prueba indiciaria, no solamente garantiza el respeto por su 

estructura lógica, sino que también facilita la compresión del cuestionamiento, 

pues cuando la censura aborda en forma indiscriminada los estados a que se ha 

hecho referencia, se incurre en contradicción, toda vez que, como se ha dejado 

dicho, es presupuesto de cada eslabón del cuestionamiento estar conforme con el 

anterior.  

 

7.- De todos modos, debe insistir la Sala en que de optar el demandante por la vía 

indirecta para denunciar la violación de normas sustanciales por errores en la 

apreciación de los medios de conocimiento, la misma naturaleza excepcional que  

la casación ostenta le impone la necesidad de abordar la demostración de cómo 

habría de corregirse el yerro probatorio que denuncia, modificando tanto el 

supuesto fáctico como la parte dispositiva de la sentencia. 

 

Como resulta apenas obvio, esta tarea comprende el deber de realizar un nuevo 

análisis de los medios de prueba, los elementos materiales probatorios y la 

evidencia física presentados y, por ende, debatidos en el juicio; valorando los 

medios que fueron omitidos, cercenados o tergiversados, o apreciando acorde con 

los principios técnico científicos establecidos para cada uno en particular y las 

reglas de la sana crítica respecto de aquellos en cuya ponderación fueron 

transgredidos los postulados de la lógica, las leyes de la ciencia o los dictados de 

experiencia; y excluyendo del fallo los supuestos o los ilegalmente practicados o 

aducidos. 

 

Dicha labor no debe ser realizada de manera independiente en la ponderación 

individual de cada medio, sino en conjunto, esto es, valorando la prueba ameritada 

en confrontación con lo acreditado por las otras debatidas en juicio y 

acertadamente apreciadas, tal como lo ordenan las normas procesales establecidas 

para cada elemento probatorio en particular y las que aluden al modo integral de 

                                                           
13 Cfr. por todas, cas de 31 de marzo de 2008. Rad. 29249 
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valoración. 

 

Todo ello en orden a hacer evidente la falta de aplicación o la aplicación indebida 

de un concreto precepto de derecho sustancial, pues, al fin y al cabo, es la 

demostración de la trasgresión de la norma de derecho sustancial por el fallo, la 

finalidad de la causal tercera de casación. De otro modo no podría concebirse el 

trámite extraordinario por errores de apreciación probatoria, si su propósito no se 

orienta a evidenciar la afectación de derechos o garantías fundamentales debido a 

la falta de aplicación de una norma del bloque de constitucionalidad, 

constitucional o legal, pese a ser la llamada a regular el caso, o la aplicación 

indebida de alguna de éstas cuando en realidad no lo rige14.15 

Auto No.35988 de 06 de marzo de 2013. 

. 

Si bien dice acudir a la causal tercera de casación para denunciar que en las 

sentencias de instancia se incurrió en manifiesto desconocimiento de las reglas de 

producción y apreciación de la prueba sobre la cual se ha fundado la sentencia, para 

sugerir seguidamente la transgresión de las reglas de la sana crítica, con lo cual daría 

a entender que lo configurado es una violación indirecta de la ley debido a errores de 

hecho por falso raciocinio en la ponderación probatoria, es lo cierto que el posterior 

desarrollo que le imprime a su propuesta no logra nada distinto a generar confusión 

sobre el verdadero tipo de error  que pretende noticiar, así como  el sentido y alcance 

que quiere darle a la impugnación. 

 

Si bien dice noticiar que los juzgadores incurrieron en falso raciocinio en la 

apreciación de las pruebas, determinante de la violación indirecta de la ley 

sustancial, es lo cierto que no solamente deja su propuesta en el solo enunciado en 

cuanto no demuestra, como era su deber, la objetiva transgresión de los postulados 

de la lógica, las leyes de la ciencia o las reglas de experiencia, así como la definitiva 

trascendencia del desacierto, sino que inopinadamente, sin acudir a un capítulo 

                                                           
14 Cfr. Por todas Cas. de 26 de septiembre de 2007. Rad. 28213 
15 Colombia, Corte Suprema de Justicia (2013, Julio), “Auto No. 33790”, M. P. Bustos Ramírez, J.L., 

Bogotá 
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distinto como sería lo acertado, no solamente incursiona en otro tipo de error 

probatorio que tampoco desarrolla y acredita, eso sin dejar de sugerir igualmente que 

la sentencia fue proferida en juicio viciado de nulidad por violación del derecho de 

defensa técnica, todo lo cual resulta inadmisible. 

 

3.- A fin de denotar el desacertado tratamiento que la recurrente le imprime a su 

demanda, cabe reiterar el criterio jurisprudencial según el cual cuando en sede de 

casación se pretende noticiar, con apoyo en la causal tercera, que la sentencia del 

Tribunal incurre en “manifiesto desconocimiento de las reglas de producción y 

apreciación de la prueba sobre la cual se ha fundado la sentencia”,  dicho tipo de 

desacierto corresponde a la forma indirecta de violación a las disposiciones de 

derecho sustancial, y se configura cuando el sentenciador comete errores en la 

apreciación de los medios de prueba, los elementos materiales probatorios o la 

evidencia física, los cuales pueden ser de hecho o de derecho16. 

  

Los primeros, es decir los errores de hecho en la apreciación probatoria, se 

presentan cuando el juzgador se equivoca al contemplar materialmente el medio 

de conocimiento; porque deja de apreciar una prueba, elemento material o 

evidencia, pese a haber sido válidamente presentada o  practicada en el juicio oral, 

o porque la supone practicada en éste sin haberlo realmente sido y sin embargo le 

confiere mérito (falso juicio de existencia); o cuando no obstante considerarla 

legal y oportunamente presentada, practicada y controvertida, al fijar su contenido 

la distorsiona, cercena o adiciona en su expresión fáctica, haciéndole producir 

efectos que objetivamente no se establecen de ella (falso juicio de identidad); o, 

porque sin cometer ninguno de los anteriores desaciertos, habiendo sido 

válidamente practicada la prueba en el juicio oral, en la sentencia es apreciada en 

su exacta dimensión fáctica, pero al asignarle su mérito persuasivo se aparta de los 

criterios técnico-científicos normativamente establecidos para la apreciación de 

ella, o  los postulados de la lógica, las leyes de la ciencia o las reglas de 

experiencia, es decir, los principios de la sana crítica, como método de valoración 

                                                           
16 Cfr. Por todas. Cas. de 29 de agosto de 2007. Rad. 26276. 
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probatoria (falso raciocinio). 

 

De este modo, cuando el reparo se orienta por el falso juicio de existencia por 

suposición del medio de conocimiento, compete al casacionista demostrar el yerro 

con la indicación correspondiente del fallo en donde se aluda a dicho medio que 

materialmente no fue practicado, presentado o controvertido en el juicio; y si lo es 

por omisión de ponderar prueba, elemento material o evidencia física válidamente 

presentada o practicada en la audiencia de juicio oral (falso juicio de existencia 

por omisión), es su deber concretar la parte pertinente de la audiencia pública en 

que se presentó la evidencia o el elemento material o se practicó la prueba, e 

indicar qué objetivamente se establece de ella, cuál  mérito le corresponde 

siguiendo los postulados de la sana crítica y los criterios de valoración 

normativamente previstos para cada una, y señalar cómo su estimación conjunta 

con el arsenal probatorio aducido por las partes en el juicio y debidamente 

controvertido en éste, da lugar a variar las conclusiones del fallo, y, por tanto a 

modificar la parte resolutiva de la sentencia objeto de impugnación extraordinaria.      

 

Si lo pretendido es denunciar la configuración de errores de hecho por falsos 

juicios de identidad en la apreciación probatoria, el casacionista debe indicar 

expresamente qué en concreto dice el medio de prueba, el elemento material 

probatorio o la evidencia física, según el caso;  qué exactamente dijo de él el 

juzgador, cómo se le tergiversó, cercenó o adicionó en su expresión fáctica 

haciéndole producir efectos que objetivamente no se establecen de él, y lo más 

importante, la repercusión definitiva del desacierto en la declaración de justicia 

contenida en la parte resolutiva del fallo. 

 

Si se denuncia falso raciocinio por desconocimiento de los criterios técnico 

científicos normativamente establecidos para cada medio en particular (Art. 380 

CPP), el casacionista tiene por deber precisar la norma de derecho procesal que 

fija los criterios de valoración de la prueba cuya ponderación se cuestiona, indicar 

cuál o cuáles de ellos fueron conculcados en el caso particular y demostrar la 
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incidencia que dicho desacierto tuvo en la parte resolutiva del fallo. 

 

Si la denuncia se dirige a patentizar el desconocimiento de los postulados de la 

sana crítica, se debe indicar qué dice de manera objetiva el medio, qué infirió de él 

el juzgador y cuál mérito persuasivo le fue otorgado; también debe señalar cuál 

postulado de la lógica, ley de la ciencia o máxima de experiencia fue desconocida, 

y cuál el aporte científico correcto, la regla de la lógica apropiada, la máxima de la 

experiencia que debió tomarse en consideración y cómo; finalmente, demostrar la 

trascendencia del error, indicando cuál debe ser la apreciación correcta de la 

prueba o pruebas que cuestiona, y que habría dado lugar a proferir un fallo 

sustancialmente distinto y opuesto al ameritado.   

  ..(..).. 

También ha dicho, en doctrina suficientemente decantada y difundida,  que si un 

contraste de tales características no se presenta, porque los juzgadores, en ejercicio 

de esta función, han respetado los límites que prescriben las reglas de la sana crítica, 

será su criterio, no el de las partes, el llamado a prevalecer, por virtud de la doble 

presunción de acierto y legalidad con que está amparada la sentencia de segunda 

instancia. 

 

Por esto, ha de reiterarse que inane resulta, por tanto, en sede extraordinaria, 

pretender desquiciar el andamiaje fáctico-jurídico del fallo impugnado con 

fundamento en simples apreciaciones subjetivas sobre la forma como el juez de la 

causa debió enfrentar el proceso de concreción del mérito demostrativo de los 

elementos de prueba, o el valor que debió habérsele asignado a un determinado 

medio. 

.    (..).. 

Los errores de derecho en la apreciación de las pruebas, entrañan, por su parte, 

la apreciación material del medio de conocimiento por parte del juzgador, quien lo 

acepta no obstante haber sido aportado al juicio, o practicado o presentado en éste, 

con violación de las garantías fundamentales o de las formalidades legales para su 

aducción o práctica; o lo rechaza y deja de ponderar porque a pesar de haber sido 
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objetivamente cumplidas, considera que no las reúne (falso juicio de legalidad). 

 

También, aunque de restringida aplicación por haber desaparecido del sistema 

procesal la tarifa legal, se incurre en esta especie de error cuando el juzgador 

desconoce el valor prefijado al medio de conocimiento en la ley, o la eficacia que 

ésta le asigna (falso juicio de convicción), correspondiendo al actor, en todo caso, 

señalar las normas procesales que reglan los medios de conocimiento sobre los 

que predica el yerro, y acreditar cómo se produjo su trasgresión. 

 

Cada una de estas especies de error, obedece a momentos lógicamente distintos en 

la apreciación probatoria y corresponden a una secuencia de carácter progresivo, 

así encuentren concreción en un acto históricamente unitario: el fallo judicial de 

segunda instancia. Por esto no resulta técnicamente correcto que frente a un 

mismo medio de conocimiento y dentro del mismo cargo,  o en otro postulado en 

el mismo plano, sin indicar la prelación con que la Corte ha de abordar su análisis, 

se mezclen argumentos referidos a desaciertos probatorios de naturaleza distinta. 

 

Debido a ello, en aras de la claridad y precisión que debe regir la fundamentación 

del instrumento extraordinario de la casación, compete al actor identificar 

nítidamente la vía de impugnación a que se acoge, señalar el sentido de 

trasgresión de la ley, y, según el caso, concretar el tipo de desacierto en que se 

funda, individualizar el medio o medios de conocimiento sobre los que predica el 

yerro, e indicar de manera objetiva su contenido, el mérito atribuido por el 

juzgador, la incidencia del desacierto cometido en las conclusiones del fallo, y en 

relación de determinación concretar la norma de derecho sustancial que 

mediatamente resultó excluida o indebidamente aplicada y acreditar cómo, de no 

haber ocurrido el yerro, el sentido del fallo habría sido sustancialmente distinto y 

opuesto al impugnado, integrando de esta manera lo que se conoce como la 

proposición jurídica del cargo y la formulación completa de éste. 

 

4.- De todos modos, debe insistir la Sala en que de optar el demandante por la vía 
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indirecta para denunciar la violación de normas sustanciales por errores en la 

apreciación de los medios de conocimiento, la misma naturaleza excepcional que  

la casación ostenta le impone la necesidad de abordar la demostración de cómo 

habría de corregirse el yerro probatorio que denuncia, modificando tanto el 

supuesto fáctico como la parte dispositiva de la sentencia. 

 

Como resulta apenas obvio, esta tarea comprende el deber de realizar un nuevo 

análisis de los medios de prueba, los elementos materiales probatorios y la 

evidencia física presentados y, por ende, debatidos en el juicio; valorando los 

medios que fueron omitidos, cercenados o tergiversados, o apreciando acorde con 

los principios técnico científicos establecidos para cada uno en particular y las 

reglas de la sana crítica respecto de aquellos en cuya ponderación fueron 

transgredidos los postulados de la lógica, las leyes de la ciencia o los dictados de 

experiencia; y excluyendo del fallo los supuestos o los ilegalmente practicados o 

aducidos. 

 

Dicha labor no debe ser realizada de manera independiente en la ponderación 

individual de cada medio, sino en conjunto, esto es, valorando la prueba ameritada 

en confrontación con lo acreditado por las otras debatidas en juicio y 

acertadamente apreciadas, tal como lo ordenan las normas procesales establecidas 

para cada elemento probatorio en particular y las que aluden al modo integral de 

valoración. 

 

Todo ello en orden a hacer evidente la falta de aplicación o la aplicación indebida 

de un concreto precepto de derecho sustancial, pues, al fin y al cabo, es la 

demostración de la trasgresión de la norma de derecho sustancial por el fallo, la 

finalidad de la causal tercera de casación. De otro modo no podría concebirse el 

trámite extraordinario por errores de apreciación probatoria, si su propósito no se 

orienta a evidenciar la afectación de derechos o garantías fundamentales debido a 

la falta de aplicación de una norma del bloque de constitucionalidad, 

constitucional o legal, pese a ser la llamada a regular el caso, o la aplicación 
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indebida de alguna de éstas cuando en realidad no lo rige17.18 

 

Autos inadmisión año 2014. 

Auto No. 40416 de 27 de agosto de 2014: 

 3.- Del mismo modo la Corte ha dejado establecido que cuando con apoyo en la 

causal tercera la demanda de casación se dirige a denunciar que el Tribunal 

incurrió en <<manifiesto desconocimiento de las reglas de producción y 

apreciación de la prueba sobre la cual se ha fundado la sentencia>>,  dicho tipo 

de desacierto corresponde a la forma indirecta de violación a las disposiciones de 

derecho sustancial, y se configura cuando el sentenciador comete errores en la 

apreciación de los medios de prueba, los elementos materiales probatorios o la 

evidencia física, los cuales pueden ser de hecho o de derecho CSJ AP, 29 Ag 

2007, Rad. 26276. 

Los primeros, es decir los errores de hecho en la apreciación probatoria, se 

presentan cuando el juzgador se equivoca al contemplar materialmente el medio 

de conocimiento; porque deja de apreciar una prueba, elemento material o 

evidencia, pese a haber sido válidamente presentada o  practicada en el juicio oral, 

o porque la supone practicada en éste sin haberlo realmente sido y sin embargo le 

confiere mérito (falso juicio de existencia); o cuando no obstante considerarla 

legal y oportunamente presentada, practicada y controvertida, al fijar su contenido 

la distorsiona, cercena o adiciona en su expresión fáctica, haciéndole producir 

efectos que objetivamente no se establecen del ella (falso juicio de identidad); o, 

porque sin cometer ninguno de los anteriores desaciertos, habiendo sido 

válidamente practicada la prueba en el juicio oral, en la sentencia es apreciada en 

su exacta dimensión fáctica, pero al asignarle su mérito persuasivo se aparta de los 

criterios técnico-científicos normativamente establecidos para la apreciación de 

ella, o  los postulados de la lógica, las leyes de la ciencia o las reglas de 

                                                           
17 Cfr. Por todas Cas. de 26 de septiembre de 2007. Rad. 28213 
18 Colombia, Corte Suprema de Justicia (2013, febrero), “Auto No. 35988”, M. P. Bustos Ramírez, 

J.L., Bogotá 
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experiencia, es decir, los principios de la sana crítica, como método de valoración 

probatoria (falso raciocinio). 

 

De este modo, cuando el reparo se orienta por el falso juicio de existencia por 

suposición del medio de conocimiento, compete al casacionista demostrar el yerro 

con la indicación correspondiente del fallo en donde se aluda a dicho medio que 

materialmente no fue practicado, presentado o controvertido en el juicio; y si lo es 

por omisión de ponderar prueba, elemento material o evidencia física válidamente 

presentada o practicada en la audiencia de juicio oral (falso juicio de existencia 

por omisión), es su deber concretar la parte pertinente de la audiencia pública en 

que se presentó la evidencia o el elemento material o se practicó la prueba, e 

indicar qué objetivamente se establece de ella, cuál mérito le corresponde 

siguiendo los postulados de la sana crítica y los criterios de valoración 

normativamente previstos para cada una, y señalar cómo su estimación conjunta 

con el arsenal probatorio aducido por las partes en el juicio y debidamente 

controvertido en éste, da lugar a variar las conclusiones del fallo y, por tanto, a 

modificar la parte resolutiva de la sentencia objeto de impugnación extraordinaria.      

Si lo pretendido es denunciar la configuración de errores de hecho por falsos 

juicios de identidad en la apreciación probatoria, el casacionista debe indicar 

expresamente qué en concreto dice el medio de prueba, el elemento material 

probatorio o la evidencia física, según el caso;  qué exactamente dijo de él el 

juzgador, cómo se le tergiversó, cercenó o adicionó en su expresión fáctica 

haciéndole producir efectos que objetivamente no se establecen de él, y lo más 

importante, la repercusión definitiva del desacierto en la declaración de justicia 

contenida en la parte resolutiva del fallo. 

 

Si se denuncia falso raciocinio por desconocimiento de los criterios técnico 

científicos normativamente establecidos para cada medio en particular (Art. 380 

CPP), el casacionista tiene por deber precisar la norma de derecho procesal que 

fija los criterios de valoración de la prueba cuya ponderación se cuestiona, indicar 
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cuál o cuáles de ellos fueron conculcados en el caso particular y demostrar la 

incidencia que dicho desacierto tuvo en la parte resolutiva del fallo. 

 

Si la denuncia se dirige a patentizar el desconocimiento de los postulados de la 

sana crítica, se debe indicar qué dice de manera objetiva el medio, qué infirió de él 

el juzgador y cuál mérito persuasivo le fue otorgado; también debe señalar cuál 

postulado de la lógica, ley de la ciencia o máxima de experiencia fue desconocida, 

y cuál el aporte científico correcto, la regla de la lógica apropiada, la máxima de la 

experiencia que debió tomarse en consideración y cómo; finalmente, demostrar la 

trascendencia del error, indicando cuál debe ser la apreciación correcta de la 

prueba o pruebas que cuestiona, y que habría dado lugar a proferir un fallo 

sustancialmente distinto y opuesto al ameritado.   

La Corte no puede dejar de subrayar que cuando de precisar la naturaleza y alcance 

de los errores originados en la apreciación judicial de las pruebas, como uno de los 

motivos de invalidación susceptibles de ser invocados en sede de casación, la 

jurisprudencia CSJ AP, 17 Sep 2003, Rad. 17690  ha sido insistente en señalar que 

este desacierto no resulta configurado por la sola disparidad de criterios entre la 

valoración realizada por los jueces y la pretendida por los sujetos procesales, sino de 

la comprobada y grotesca contradicción entre aquella y las reglas que informan la 

valoración racional de la prueba. 

 

También ha dicho, en doctrina suficientemente decantada y difundida,  que si un 

contraste de tales características no se presenta, porque los juzgadores, en ejercicio 

de esta función, han respetado los límites que prescriben las reglas de la sana crítica, 

será su criterio, no el de las partes, el llamado a prevalecer, por virtud de la doble 

presunción de acierto y legalidad con que está amparada la sentencia de segunda 

instancia. 

 

Por esto, ha de reiterarse que inane resulta, por tanto, en sede extraordinaria, 

pretender desquiciar el andamiaje fáctico-jurídico del fallo impugnado con 

fundamento en simples apreciaciones subjetivas sobre la forma como el juez de la 
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causa debió enfrentar el proceso de concreción del mérito demostrativo de los 

elementos de prueba, o el valor que debió habérsele asignado a un determinado 

medio. 

  ..(..). 

Los errores de derecho en la apreciación de las pruebas, entrañan, por su parte, 

la apreciación material del medio de conocimiento por parte del juzgador, quien lo 

acepta no obstante haber sido aportado al juicio, o practicado o presentado en éste, 

con violación de las garantías fundamentales o de las formalidades legales para su 

aducción o práctica; o lo rechaza y deja de ponderar porque a pesar de haber sido 

objetivamente cumplidas, considera que no las reúne (falso juicio de legalidad). 

También, aunque de restringida aplicación por haber desaparecido del sistema 

procesal la tarifa legal, se incurre en esta especie de error cuando el juzgador 

desconoce el valor prefijado al medio de conocimiento en la ley, o la eficacia que 

ésta le asigna (falso juicio de convicción), correspondiendo al actor, en todo caso, 

señalar las normas procesales que reglan los medios de conocimiento sobre los 

que predica el yerro, y acreditar cómo se produjo su trasgresión. 

 

Cada una de estas especies de error, obedece a momentos lógicamente distintos en 

la apreciación probatoria y corresponden a una secuencia de carácter progresivo, 

así encuentre concreción en un acto históricamente unitario: el fallo judicial de 

segunda instancia. Por esto no resulta técnicamente correcto que frente a un 

mismo medio de conocimiento y dentro del mismo cargo, o en otro postulado en 

el mismo plano, sin indicar la prelación con que la Corte ha de abordar su análisis, 

se mezclen argumentos referidos a desaciertos probatorios de naturaleza distinta. 

Debido a ello, en aras de la claridad y precisión que ha de regir la fundamentación 

del instrumento extraordinario de la casación, compete al actor identificar 

nítidamente la vía de impugnación a que se acoge, señalar el sentido de 

trasgresión de la ley y, según el caso, concretar el tipo de desacierto en que se 

funda, individualizar el medio o medios de conocimiento sobre los que predica el 

yerro, e indicar de manera objetiva su contenido, el mérito atribuido por el 

juzgador, la incidencia del desacierto cometido en las conclusiones del fallo, y en 



34 
 

relación de determinación concretar la norma de derecho sustancial que 

mediatamente resultó excluida o indebidamente aplicada y acreditar cómo, de no 

haber ocurrido el yerro, el sentido del fallo habría sido sustancialmente distinto y 

opuesto al impugnado, integrando de esta manera lo que se conoce como la 

proposición jurídica del cargo y la formulación completa de éste. 

 

4.- Y cuando de ataque a la apreciación de la prueba indiciaria se trata, el 

censor debe informar si la equivocación se cometió respecto de los medios 

demostrativos de los hechos indicadores, la inferencia lógica, o en el proceso de 

valoración conjunta al apreciar su articulación, convergencia y concordancia de 

los varios indicios entre sí, y entre éstos y las restantes pruebas, para llegar a una 

conclusión fáctica desacertada. 

 

De manera que si el error radica en la apreciación del hecho indicador, dado que 

necesariamente éste ha de acreditarse con otro medio de prueba de los legalmente 

establecidos, ineludible resulta postular si el yerro fue de hecho o de derecho, a 

qué expresión corresponde, y cómo alcanza demostración para el caso. 

 

Si el error se ubica en el proceso de inferencia lógica, ello supone partir de aceptar 

la validez del medio con el que se acredita el hecho indicador, y demostrar al 

tiempo que el juzgador en la labor de asignación del mérito suasorio se apartó de 

las leyes de la ciencia, los principios de la lógica o las reglas de experiencia, 

haciendo evidente en qué consiste y cuál es la operancia correcta de cada uno de 

ellos, y cómo en concreto esto es desconocido. 

 

O, en otras palabras dicho,  

 

…su demostración impone, entonces, tener que confrontar la forma como los 

juzgadores apreciaron la prueba que se afirma indebidamente valorada, y 

demostrar -que no criticar, disentir, o discutir- que sus apreciaciones son 

arbitrarias o irrazonables por desconocer los derroteros de la sana crítica –los 
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dictados de la lógica, las máximas de la experiencia, las leyes de la ciencia, se 

reitera-, y que el desacierto tuvo incidencia trascendente en el contenido o sentido 

del fallo, luego de dejar establecido que éste no se puede mantener con las 

restantes premisas de la sentencia, para lo cual el demandante tiene la 

correlativa carga de explicar por qué la apreciación de los demás elementos 

probatorios es insuficiente para sostenerla CSJ AP, 10 Ag 2006, Rad. 25527. 

 

Si lo pretendido es denunciar error de hecho por falso juicio de existencia por 

omisión de un indicio o un conjunto de ellos, lo primero que debe acreditar el 

censor es la incorporación material del medio probatorio a juicio y con el cual se 

evidencia el hecho indicador, la validez de su aducción, qué se establece de él, 

cuál mérito le corresponde, y luego de realizar el proceso de inferencia lógica a 

partir de tener acreditado el hecho base, exponer el indicio que se estructura sobre 

él, el valor correspondiente siguiendo las reglas de experiencia, y su articulación y 

convergencia con los otros indicios o medios de prueba directos. 

 

Además, dada la naturaleza de este medio de convicción, si el yerro se presenta en 

la labor de análisis de la convergencia y congruencia entre los distintos indicios y 

de éstos con los demás medios, o al asignar la fuerza demostrativa en su 

valoración conjunta, es aspecto que no puede dejarse de precisar en la demanda, 

concretando el tipo de error cometido, demostrando que la inferencia realizada por 

el juzgador se distancia de los postulados de la sana crítica, y acreditando que la 

apreciación probatoria que se propone en su reemplazo, permite llegar a 

conclusión diversa de aquella a la que arribara el sentenciador, pues no  trata la 

casación de dar lugar a anteponer el particular punto de vista del actor al del 

fallador, ya que en dicha eventualidad primará siempre éste, en cuanto la sentencia 

se halla amparada por la doble presunción de acierto y legalidad, siendo carga del 

demandante desvirtuarla con la demostración concreta de haberse incurrido en 

errores determinantes de violación en la declaración del derecho.    
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Es en este sentido que el demandante debe precisar en qué momento de la 

construcción indiciaria se produce, si en el hecho indicador, o en la inferencia por 

violar las reglas de la sana crítica, para lo cual ha de señalar qué en concreto dice 

el medio demostrativo del hecho indicador, cómo hizo la inferencia el juzgador, 

en qué consistió el yerro, y qué grado de trascendencia tuvo éste por su 

repercusión en la parte resolutiva del fallo CSJ AP, 10 Mar 2004, Rad. 18328.  

 

La Sala ha convenido en advertir CSJ AP, 31 Mar 2008, Rad. 29249, además, que 

esta forma de atacar la apreciación de la prueba indiciaria, no solamente garantiza 

el respeto por su estructura lógica, sino que también facilita la compresión del 

cuestionamiento, pues cuando la censura aborda en forma indiscriminada los 

estados a que se ha hecho referencia, se incurre en contradicción, toda vez que, 

como se ha dejado dicho, es presupuesto de cada eslabón del cuestionamiento 

estar conforme con el anterior.  

 

5.- De todos modos, debe insistir la Sala en que de optar el demandante por la vía 

indirecta para denunciar la violación de normas sustanciales por errores en la 

apreciación de los medios de conocimiento, la misma naturaleza excepcional que  

la casación ostenta le impone la necesidad de abordar la demostración de cómo 

habría de corregirse el yerro probatorio que denuncia, modificando tanto el 

supuesto fáctico como la parte dispositiva de la sentencia. 

 

Como resulta apenas obvio, esta tarea comprende el deber de realizar un nuevo 

análisis de los medios de prueba, los elementos materiales probatorios y la 

evidencia física presentados y, por ende, debatidos en el juicio; valorando los 

medios que fueron omitidos, cercenados o tergiversados, o apreciando acorde con 

los principios técnico científicos establecidos para cada uno en particular y las 

reglas de la sana crítica respecto de aquellos en cuya ponderación fueron 

transgredidos los postulados de la lógica, las leyes de la ciencia o los dictados de 

experiencia; y excluyendo del fallo los supuestos o los ilegalmente practicados o 

aducidos. 
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6.- Cabe  resaltar, asimismo, como quiera que a la violación del principio in dubio 

pro reo puede llegarse por incurrir el juzgador en la violación directa o la indirecta de 

la ley sustancial, resulta importante que el demandante señale clara y precisamente 

cuál es la vía escogida, a fin de realizar el correspondiente proceso demostrativo. 

 

De este modo, si el juzgador decide condenar pese a encontrar que la prueba 

válidamente recaudada no ofrece certeza sobre la realización de la conducta o la 

responsabilidad penal del acusado, sino dudas sobre alguno de dichos aspectos que 

integran el punible, resulta claro que  lo procedente es acudir a la vía directa de 

violación de que trata la causal primera de casación, por falta de aplicación de la 

disposición sustancial que establece el mencionado principio. 

 

Si por el contrario, como resultado de una errónea apreciación probatoria, el 

juzgador equivocadamente concluye que en el proceso existe certeza sobre la 

realización de la conducta punible y la responsabilidad del acusado, y esto lo lleva a 

proferir una decisión injusta de condena, la vía de ataque adecuada será la indirecta, 

prevista en la causal tercera del artículo 181 de la Ley 906 de 2004. 

 

En cualquiera de estas dos hipótesis, como el motivo de casación a invocar es 

diverso, debe ser desarrollado de conformidad con los parámetros señalados por la 

jurisprudencia, acorde con la causal de casación que corresponda atendiendo la 

naturaleza del yerro que se pretenda noticiar, los cuales tienen prevista como una de 

sus finalidades, la de facilitarle al usuario de la justicia en sede extraordinaria la 

postulación adecuada del motivo de disenso, para no incurrir en el riesgo de 

presentar propuestas incoherentes, difusas o contradictorias.19 

 

 Auto No. 35614 de 02 de abril de 2014. 

 

                                                           
19 Colombia, Corte Suprema de Justicia (2014, agosto), “Auto No. 40416”, M. P. Bustos Ramirez, 

J.l., Bogotá 
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3.- Del mismo modo la Corte  ha indicado que si de lo que se trata es de 

denunciar, con apoyo en la causal tercera de casación, que la sentencia del 

Tribunal incurre en <<manifiesto desconocimiento de las reglas de producción y 

apreciación de la prueba sobre la cual se ha fundado la sentencia>>,  dicho tipo 

de desacierto corresponde a la forma indirecta de violación a las disposiciones de 

derecho sustancial, y se configura cuando el sentenciador comete errores en la 

apreciación de los medios de prueba, los elementos materiales probatorios o la 

evidencia física, los cuales pueden ser de hecho o de derecho CSJ AP, 29 Ag 

2007, Rad. 26276. 

 

Los primeros, es decir los errores de hecho en la apreciación probatoria, se 

presentan cuando el juzgador se equivoca al contemplar materialmente el medio 

de conocimiento; porque deja de apreciar una prueba, elemento material o 

evidencia, pese a haber sido válidamente presentada o  practicada en el juicio oral, 

o porque la supone practicada en éste sin haberlo realmente sido y sin embargo le 

confiere mérito (falso juicio de existencia); o cuando no obstante considerarla 

legal y oportunamente presentada, practicada y controvertida, al fijar su contenido 

la distorsiona, cercena o adiciona en su expresión fáctica, haciéndole producir 

efectos que objetivamente no se establecen de ella (falso juicio de identidad); o, 

porque sin cometer ninguno de los anteriores desaciertos, habiendo sido 

válidamente practicada la prueba en el juicio oral, en la sentencia es apreciada en 

su exacta dimensión fáctica, pero al asignarle su mérito persuasivo se aparta de los 

criterios técnico-científicos normativamente establecidos para la apreciación de 

ella, o  los postulados de la lógica, las leyes de la ciencia o las reglas de 

experiencia, es decir, los principios de la sana crítica, como método de valoración 

probatoria (falso raciocinio). 

 

De este modo, cuando el reparo se orienta por el falso juicio de existencia por 

suposición del medio de conocimiento, compete al casacionista demostrar el yerro 

con la indicación correspondiente del fallo en donde se aluda a dicho medio que 

materialmente no fue practicado, presentado o controvertido en el juicio; y si lo es 
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por omisión de ponderar prueba, elemento material o evidencia física válidamente 

presentada o practicada en la audiencia de juicio oral (falso juicio de existencia 

por omisión), es su deber concretar la parte pertinente de la audiencia pública en 

que se presentó la evidencia o el elemento material o se practicó la prueba, e 

indicar qué objetivamente se establece de ella, cuál  mérito le corresponde 

siguiendo los postulados de la sana crítica y los criterios de valoración 

normativamente previstos para cada una, y señalar cómo su estimación conjunta 

con el arsenal probatorio aducido por las partes en el juicio y debidamente 

controvertido en éste, da lugar a variar las conclusiones del fallo, y, por tanto a 

modificar la parte resolutiva de la sentencia objeto de impugnación extraordinaria.      

Si lo pretendido es denunciar la configuración de errores de hecho por falsos 

juicios de identidad en la apreciación probatoria, el casacionista debe indicar 

expresamente qué en concreto dice el medio de prueba, el elemento material 

probatorio o la evidencia física, según el caso;  qué exactamente dijo de él el 

juzgador, cómo se le tergiversó, cercenó o adicionó en su expresión fáctica 

haciéndole producir efectos que objetivamente no se establecen de él, y lo más 

importante, la repercusión definitiva del desacierto en la declaración de justicia 

contenida en la parte resolutiva del fallo. 

 

Si se denuncia falso raciocinio por desconocimiento de los criterios técnico 

científicos normativamente establecidos para cada medio en particular (Art. 380 

CPP), el casacionista tiene por deber precisar la norma de derecho procesal que 

fija los criterios de valoración de la prueba cuya ponderación se cuestiona, indicar 

cuál o cuáles de ellos fueron conculcados en el caso particular y demostrar la 

incidencia que dicho desacierto tuvo en la parte resolutiva del fallo. 

 

Si la denuncia se dirige a patentizar el desconocimiento de los postulados de la 

sana crítica, se debe indicar qué dice de manera objetiva el medio, qué infirió de él 

el juzgador y cuál mérito persuasivo le fue otorgado; también debe señalar cuál 

postulado de la lógica, ley de la ciencia o máxima de experiencia fue desconocida, 

y cuál el aporte científico correcto, la regla de la lógica apropiada, la máxima de la 
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experiencia que debió tomarse en consideración y cómo; finalmente, demostrar la 

trascendencia del error, indicando cuál debe ser la apreciación correcta de la 

prueba o pruebas que cuestiona, y que habría dado lugar a proferir un fallo 

sustancialmente distinto y opuesto al ameritado.   

 

La Corte no puede dejar de subrayar que cuando de precisar la naturaleza y alcance 

de los errores originados en la apreciación judicial de las pruebas, como uno de los 

motivos de invalidación susceptibles de ser invocados en sede de casación, la 

jurisprudencia CSJ AP, 17 Sep 2003, Rad. 17690  ha sido insistente en señalar que 

este desacierto no resulta configurado por la sola disparidad de criterios entre la 

valoración realizada por los jueces y la pretendida por los sujetos procesales, sino de 

la comprobada y grotesca contradicción entre aquella y las reglas que informan la 

valoración racional de la prueba. 

  ..(..).. 

Los errores de derecho en la apreciación de las pruebas, entrañan, por su parte, 

la apreciación material del medio de conocimiento por parte del juzgador, quien lo 

acepta no obstante haber sido aportado al juicio, o practicado o presentado en éste, 

con violación de las garantías fundamentales o de las formalidades legales para su 

aducción o práctica; o lo rechaza y deja de ponderar porque a pesar de haber sido 

objetivamente cumplidas, considera que no las reúne (falso juicio de legalidad). 

 

También, aunque de restringida aplicación por haber desaparecido del sistema 

procesal la tarifa legal, se incurre en esta especie de error cuando el juzgador 

desconoce el valor prefijado al medio de conocimiento en la ley, o la eficacia que 

ésta le asigna (falso juicio de convicción), correspondiendo al actor, en todo caso, 

señalar las normas procesales que reglan los medios de conocimiento sobre los 

que predica el yerro, y acreditar cómo se produjo su trasgresión. 

 

Cada una de estas especies de error, obedece a momentos lógicamente distintos en 

la apreciación probatoria y corresponden a una secuencia de carácter progresivo, 

así encuentre concreción en un acto históricamente unitario: el fallo judicial de 
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segunda instancia. Por esto no resulta técnicamente correcto que frente a un 

mismo medio de conocimiento y dentro del mismo cargo,  o en otro postulado en 

el mismo plano, sin indicar la prelación con que la Corte ha de abordar su análisis, 

se mezclen argumentos referidos a desaciertos probatorios de naturaleza distinta. 

  …(..). 

4.- Y cuando de ataque a la apreciación de la prueba indiciaria se trata, el 

censor debe informar si la equivocación se cometió respecto de los medios 

demostrativos de los hechos indicadores, la inferencia lógica, o en el proceso de 

valoración conjunta al apreciar su articulación, convergencia y concordancia de 

los varios indicios entre sí, y entre éstos y las restantes pruebas, para llegar a una 

conclusión fáctica desacertada. 

 

De manera que si el error radica en la apreciación del hecho indicador, dado que 

necesariamente éste ha de acreditarse con otro medio de prueba de los legalmente 

establecidos, ineludible resulta postular  si el yerro fue de hecho o de derecho, a 

qué expresión corresponde, y cómo alcanza demostración para el caso. 

 

Si el error se ubica en el proceso de inferencia lógica, ello supone partir de aceptar 

la validez del medio con el que se acredita el hecho indicador, y demostrar al 

tiempo que el juzgador en la  labor de asignación del mérito suasorio se apartó de 

las leyes de la ciencia, los principios de la lógica o las reglas de experiencia, 

haciendo evidente en qué consiste y cual es la operancia correcta de cada uno de 

ellos, y cómo en concreto esto es desconocido. 

 

O, en otras palabras dicho,  

 

…su demostración impone, entonces, tener que confrontar la forma como los 

juzgadores apreciaron la prueba que se afirma indebidamente valorada, y 

demostrar -que no criticar, disentir, o discutir- que sus apreciaciones son 

arbitrarias o irrazonables por desconocer los derroteros de la sana crítica –los 

dictados de la lógica, las máximas de la experiencia, las leyes de la ciencia, se 



42 
 

reitera-, y que el desacierto tuvo incidencia trascendente en el contenido o sentido 

del fallo, luego de dejar establecido que éste no se puede mantener con las 

restantes premisas de la sentencia, para lo cual el demandante tiene la 

correlativa carga de explicar por qué la apreciación de los demás elementos 

probatorios es insuficiente para sostenerla CSJ AP, 10 Ag 2006, Rad. 25527. 

 

Si lo pretendido es denunciar error de hecho por falso juicio de existencia por 

omisión de un indicio o un conjunto de ellos, lo primero que debe acreditar el 

censor es la incorporación material del medio probatorio a juicio y con el cual se 

evidencia el hecho indicador, la validez de su aducción, qué se establece de él, 

cuál mérito le corresponde, y luego de realizar el proceso de inferencia lógica a 

partir de tener acreditado el hecho base, exponer el indicio que se estructura sobre 

él, el valor correspondiente siguiendo las reglas de experiencia, y su articulación y 

convergencia con los otros indicios o medios de prueba directos. 

 

Además, dada la naturaleza de este medio de convicción, si el yerro se presenta en 

la labor de análisis de la convergencia y congruencia entre los distintos indicios y 

de éstos con los demás medios, o al asignar la fuerza demostrativa en su 

valoración conjunta, es aspecto que no puede dejarse de precisar en la demanda, 

concretando el tipo de error cometido, demostrando que la inferencia realizada por 

el juzgador se distancia de los postulados de la sana crítica, y acreditando que la 

apreciación probatoria que se propone en su reemplazo, permite llegar a 

conclusión diversa de aquella a la que arribara el sentenciador, pues no  trata la 

casación de dar lugar a anteponer el particular punto de vista del actor al del 

fallador, ya que en dicha eventualidad primará siempre éste, en cuanto la sentencia 

se halla amparada por la doble presunción de acierto y legalidad, siendo carga del 

demandante desvirtuarla con la demostración concreta de haberse incurrido en 

errores determinantes de violación en la declaración del derecho.    

       

Es en este sentido que el demandante debe precisar en qué momento de la 

construcción indiciaria se produce, si en el hecho indicador, o en la inferencia por 
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violar las reglas de la sana crítica,  para lo cual ha de señalar qué en concreto dice 

el medio demostrativo del hecho indicador, cómo hizo la inferencia el juzgador, 

en qué consistió el yerro, y qué grado de trascendencia tuvo éste por su 

repercusión en la parte resolutiva del fallo CSJ AP, 10 Mar 2004, Rad. 18328.  

 

La Sala ha convenido en advertir CSJ AP, 31 Mar 2008, Rad. 29249, además, que 

esta forma de atacar la apreciación de la prueba indiciaria, no solamente garantiza 

el respeto por su estructura lógica, sino que también facilita la compresión del 

cuestionamiento, pues cuando la censura aborda en forma indiscriminada los 

estados a que se ha hecho referencia, se incurre en contradicción, toda vez que, 

como se ha dejado dicho, es presupuesto de cada eslabón del cuestionamiento 

estar conforme con el anterior.  

 

5.- De todos modos, debe insistir la Sala en que de optar el demandante por la vía 

indirecta para denunciar la violación de normas sustanciales por errores en la 

apreciación de los medios de conocimiento, la misma naturaleza excepcional que  

la casación ostenta le impone la necesidad de abordar la demostración de cómo 

habría de corregirse el yerro probatorio que denuncia, modificando tanto el 

supuesto fáctico como la parte dispositiva de la sentencia. 

 

Como resulta apenas obvio, esta tarea comprende el deber de realizar un nuevo 

análisis de los medios de prueba, los elementos materiales probatorios y la 

evidencia física presentados y, por ende, debatidos en el juicio; valorando los 

medios que fueron omitidos, cercenados o tergiversados, o apreciando acorde con 

los principios técnico científicos establecidos para cada uno en particular y las 

reglas de la sana crítica respecto de aquellos en cuya ponderación fueron 

transgredidos los postulados de la lógica, las leyes de la ciencia o los dictados de 

experiencia; y excluyendo del fallo los supuestos o los ilegalmente practicados o 

aducidos. 

 

 Auto No.35150  de 26 de Febrero de 2014. 
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4.-  Si de lo que se trata es de denunciar, con apoyo en la causal tercera de 

casación, que la sentencia del Tribunal incurre en “manifiesto desconocimiento de 

las reglas de producción y apreciación de la prueba sobre la cual se ha fundado 

la sentencia”,  dicho tipo de desacierto corresponde a la forma indirecta de 

violación a las disposiciones de derecho sustancial, y se configura cuando el 

sentenciador comete errores en la apreciación de los medios de prueba, los 

elementos materiales probatorios o la evidencia física, los cuales pueden ser de 

hecho o de derecho CSJ AP, 29 Ag 2007, Rad. 26276. 

De manera que si el error radica en la apreciación del hecho indicador, dado que 

necesariamente éste ha de acreditarse con otro medio de prueba de los legalmente 

establecidos, ineludible resulta postular  si el yerro fue de hecho o de derecho, a 

qué expresión corresponde, y cómo alcanza demostración para el caso. 

 

Si el error se ubica en el proceso de inferencia lógica, ello supone partir de aceptar 

la validez del medio con el que se acredita el hecho indicador, y demostrar al 

tiempo que el juzgador en la  labor de asignación del mérito suasorio se apartó de 

las leyes de la ciencia, los principios de la lógica o las reglas de experiencia, 

haciendo evidente en qué consiste y cual es la operancia correcta de cada uno de 

ellos, y cómo en concreto esto es desconocido. 

 

O, en otras palabras dicho,  

 

…su demostración impone, entonces, tener que confrontar la forma como los 

juzgadores apreciaron la prueba que se afirma indebidamente valorada, y 

demostrar -que no criticar, disentir, o discutir- que sus apreciaciones son 

arbitrarias o irrazonables por desconocer los derroteros de la sana crítica –los 

dictados de la lógica, las máximas de la experiencia, las leyes de la ciencia, se 

reitera-, y que el desacierto tuvo incidencia trascendente en el contenido o sentido 

del fallo, luego de dejar establecido que éste no se puede mantener con las 

restantes premisas de la sentencia, para lo cual el demandante tiene la 
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correlativa carga de explicar por qué la apreciación de los demás elementos 

probatorios es insuficiente para sostenerla CSJ AP, 10 Ag 2006, Rad. 25527. 

 

Si lo pretendido es denunciar error de hecho por falso juicio de existencia por 

omisión de un indicio o un conjunto de ellos, lo primero que debe acreditar el 

censor es la incorporación material del medio probatorio a juicio y con el cual se 

evidencia el hecho indicador, la validez de su aducción, qué se establece de él, 

cuál mérito le corresponde, y luego de realizar el proceso de inferencia lógica a 

partir de tener acreditado el hecho base, exponer el indicio que se estructura sobre 

él, el valor correspondiente siguiendo las reglas de experiencia, y su articulación y 

convergencia con los otros indicios o medios de prueba directos. 

 

Además, dada la naturaleza de este medio de convicción, si el yerro se presenta en 

la labor de análisis de la convergencia y congruencia entre los distintos indicios y 

de éstos con los demás medios, o al asignar la fuerza demostrativa en su 

valoración conjunta, es aspecto que no puede dejarse de precisar en la demanda, 

concretando el tipo de error cometido, demostrando que la inferencia realizada por 

el juzgador se distancia de los postulados de la sana crítica, y acreditando que la 

apreciación probatoria que se propone en su reemplazo, permite llegar a 

conclusión diversa de aquella a la que arribara el sentenciador, pues no  trata la 

casación de dar lugar a anteponer el particular punto de vista del actor al del 

fallador, ya que en dicha eventualidad primará siempre éste, en cuanto la sentencia 

se halla amparada por la doble presunción de acierto y legalidad, siendo carga del 

demandante desvirtuarla con la demostración concreta de haberse incurrido en 

errores determinantes de violación en la declaración del derecho.    

       

Es en este sentido que el demandante debe precisar en qué momento de la 

construcción indiciaria se produce, si en el hecho indicador, o en la inferencia por 

violar las reglas de la sana crítica,  para lo cual ha de señalar qué en concreto dice 

el medio demostrativo del hecho indicador, cómo hizo la inferencia el juzgador, 
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en qué consistió el yerro, y qué grado de trascendencia tuvo éste por su 

repercusión en la parte resolutiva del fallo CSJ AP, 10 Mar 2004, Rad. 18328.  

 

La Sala ha convenido en advertir CSJ AP, 31 Mar 2008, Rad. 29249, además, que 

esta forma de atacar la apreciación de la prueba indiciaria, no solamente garantiza 

el respeto por su estructura lógica, sino que también facilita la compresión del 

cuestionamiento, pues cuando la censura aborda en forma indiscriminada los 

estados a que se ha hecho referencia, se incurre en contradicción, toda vez que, 

como se ha dejado dicho, es presupuesto de cada eslabón del cuestionamiento 

estar conforme con el anterior.  

 

6.- De todos modos, debe insistir la Sala en que de optar el demandante por la vía 

indirecta para denunciar la violación de normas sustanciales por errores en la 

apreciación de los medios de conocimiento, la misma naturaleza excepcional que  

la casación ostenta le impone la necesidad de abordar la demostración de cómo 

habría de corregirse el yerro probatorio que denuncia, modificando tanto el 

supuesto fáctico como la parte dispositiva de la sentencia. 

 

Como resulta apenas obvio, esta tarea comprende el deber de realizar un nuevo 

análisis de los medios de prueba, los elementos materiales probatorios y la 

evidencia física presentados y, por ende, debatidos en el juicio; valorando los 

medios que fueron omitidos, cercenados o tergiversados, o apreciando acorde con 

los principios técnico científicos establecidos para cada uno en particular y las 

reglas de la sana crítica respecto de aquellos en cuya ponderación fueron 

transgredidos los postulados de la lógica, las leyes de la ciencia o los dictados de 

experiencia; y excluyendo del fallo los supuestos o los ilegalmente practicados o 

aducidos. 

 

Auto de No. 41299 24 de Septiembre de 2014. 
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Los primeros, es decir los errores de hecho en la apreciación probatoria, se 

presentan cuando el juzgador se equivoca al contemplar materialmente el medio 

de conocimiento; porque deja de apreciar una prueba, elemento material o 

evidencia, pese a haber sido válidamente presentada o  practicada en el juicio oral, 

o porque la supone practicada en éste sin haberlo realmente sido y sin embargo le 

confiere mérito (falso juicio de existencia); o cuando no obstante considerarla 

legal y oportunamente presentada, practicada y controvertida, al fijar su contenido 

la distorsiona, cercena o adiciona en su expresión fáctica, haciéndole producir 

efectos que objetivamente no se establecen de ella (falso juicio de identidad); o, 

porque sin cometer ninguno de los anteriores desaciertos, habiendo sido 

válidamente practicada la prueba en el juicio oral, en la sentencia es apreciada en 

su exacta dimensión fáctica, pero al asignarle su mérito persuasivo se aparta de los 

criterios técnico-científicos normativamente establecidos para la apreciación de 

ella, o  los postulados de la lógica, las leyes de la ciencia o las reglas de 

experiencia, es decir, los principios de la sana crítica, como método de valoración 

probatoria (falso raciocinio). 

 

De este modo, cuando el reparo se orienta por el falso juicio de existencia por 

suposición del medio de conocimiento, compete al casacionista demostrar el yerro 

con la indicación correspondiente del fallo en donde se aluda a dicho medio que 

materialmente no fue practicado, presentado o controvertido en el juicio; y si lo es 

por omisión de ponderar prueba, elemento material o evidencia física válidamente 

presentada o practicada en la audiencia de juicio oral (falso juicio de existencia 

por omisión), es su deber concretar la parte pertinente de la audiencia pública en 

que se presentó la evidencia o el elemento material o se practicó la prueba, e 

indicar qué objetivamente se establece de ella, cuál  mérito le corresponde 

siguiendo los postulados de la sana crítica y los criterios de valoración 

normativamente previstos para cada una, y señalar cómo su estimación conjunta 

con el arsenal probatorio aducido por las partes en el juicio y debidamente 

controvertido en éste, da lugar a variar las conclusiones del fallo, y, por tanto a 

modificar la parte resolutiva de la sentencia objeto de impugnación extraordinaria.      
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Si lo pretendido es denunciar la configuración de errores de hecho por falsos 

juicios de identidad en la apreciación probatoria, el casacionista debe indicar 

expresamente qué en concreto dice el medio de prueba, el elemento material 

probatorio o la evidencia física, según el caso;  qué exactamente dijo de él el 

juzgador, cómo se le tergiversó, cercenó o adicionó en su expresión fáctica 

haciéndole producir efectos que objetivamente no se establecen de él, y lo más 

importante, la repercusión definitiva del desacierto en la declaración de justicia 

contenida en la parte resolutiva del fallo. 

 

Si se denuncia falso raciocinio por desconocimiento de los criterios técnico 

científicos normativamente establecidos para cada medio en particular (Art. 380 

CPP), el casacionista tiene por deber precisar la norma de derecho procesal que 

fija los criterios de valoración de la prueba cuya ponderación se cuestiona, indicar 

cuál o cuáles de ellos fueron conculcados en el caso particular y demostrar la 

incidencia que dicho desacierto tuvo en la parte resolutiva del fallo. 

 

Si la denuncia se dirige a patentizar el desconocimiento de los postulados de la 

sana crítica, se debe indicar qué dice de manera objetiva el medio, qué infirió de él 

el juzgador y cuál mérito persuasivo le fue otorgado; también debe señalar cuál 

postulado de la lógica, ley de la ciencia o máxima de experiencia fue desconocida, 

y cuál el aporte científico correcto, la regla de la lógica apropiada, la máxima de la 

experiencia que debió tomarse en consideración y cómo; finalmente, demostrar la 

trascendencia del error, indicando cuál debe ser la apreciación correcta de la 

prueba o pruebas que cuestiona, y que habría dado lugar a proferir un fallo 

sustancialmente distinto y opuesto al ameritado.   

 

La Corte no puede dejar de subrayar que cuando de precisar la naturaleza y alcance 

de los errores originados en la apreciación judicial de las pruebas, como uno de los 

motivos de invalidación susceptibles de ser invocados en sede de casación, la 

jurisprudencia CSJ AP, 17 Sep 2003, Rad. 17690  ha sido insistente en señalar que 
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este desacierto no resulta configurado por la sola disparidad de criterios entre la 

valoración realizada por los jueces y la pretendida por los sujetos procesales, sino de 

la comprobada y grotesca contradicción entre aquella y las reglas que informan la 

valoración racional de la prueba. 

 

También ha dicho, en doctrina suficientemente decantada y difundida,  que si un 

contraste de tales características no se presenta, porque los juzgadores, en ejercicio 

de esta función, han respetado los límites que prescriben las reglas de la sana crítica, 

será su criterio, no el de las partes, el llamado a prevalecer, por virtud de la doble 

presunción de acierto y legalidad con que está amparada la sentencia de segunda 

instancia. 

 

Por esto, ha de reiterarse que inane resulta, por tanto, en sede extraordinaria, 

pretender desquiciar el andamiaje fáctico-jurídico del fallo impugnado con 

fundamento en simples apreciaciones subjetivas sobre la forma como el juez de la 

causa debió enfrentar el proceso de concreción del mérito demostrativo de los 

elementos de prueba, o el valor que debió habérsele asignado a un determinado 

medio. 

  …(..). 

Los errores de derecho en la apreciación de las pruebas, entrañan, por su parte, 

la apreciación material del medio de conocimiento por parte del juzgador, quien lo 

acepta no obstante haber sido aportado al juicio, o practicado o presentado en éste, 

con violación de las garantías fundamentales o de las formalidades legales para su 

aducción o práctica; o lo rechaza y deja de ponderar porque a pesar de haber sido 

objetivamente cumplidas, considera que no las reúne (falso juicio de legalidad). 

 

También, aunque de restringida aplicación por haber desaparecido del sistema 

procesal la tarifa legal, se incurre en esta especie de error cuando el juzgador 

desconoce el valor prefijado al medio de conocimiento en la ley, o la eficacia que 

ésta le asigna (falso juicio de convicción), correspondiendo al actor, en todo caso, 
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señalar las normas procesales que reglan los medios de conocimiento sobre los 

que predica el yerro, y acreditar cómo se produjo su trasgresión. 

 

Cada una de estas especies de error, obedece a momentos lógicamente distintos en 

la apreciación probatoria y corresponden a una secuencia de carácter progresivo, 

así encuentre concreción en un acto históricamente unitario: el fallo judicial de 

segunda instancia. Por esto no resulta técnicamente correcto que frente a un 

mismo medio de conocimiento y dentro del mismo cargo,  o en otro postulado en 

el mismo plano, sin indicar la prelación con que la Corte ha de abordar su análisis, 

se mezclen argumentos referidos a desaciertos probatorios de naturaleza distinta. 

  …(..). 

3.- Y cuando de ataque a la apreciación de la prueba indiciaria se trata, el 

censor debe informar si la equivocación se cometió respecto de los medios 

demostrativos de los hechos indicadores, la inferencia lógica, o en el proceso de 

valoración conjunta al apreciar su articulación, convergencia y concordancia de 

los varios indicios entre sí, y entre éstos y las restantes pruebas, para llegar a una 

conclusión fáctica desacertada. 

 

De manera que si el error radica en la apreciación del hecho indicador, dado que 

necesariamente éste ha de acreditarse con otro medio de prueba de los legalmente 

establecidos, ineludible resulta postular  si el yerro fue de hecho o de derecho, a 

qué expresión corresponde, y cómo alcanza demostración para el caso. 

 

Si el error se ubica en el proceso de inferencia lógica, ello supone partir de aceptar 

la validez del medio con el que se acredita el hecho indicador, y demostrar al 

tiempo que el juzgador en la  labor de asignación del mérito suasorio se apartó de 

las leyes de la ciencia, los principios de la lógica o las reglas de experiencia, 

haciendo evidente en qué consiste y cual es la operancia correcta de cada uno de 

ellos, y cómo en concreto esto es desconocido. 

 

O, en otras palabras dicho,  
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…su demostración impone, entonces, tener que confrontar la forma como los 

juzgadores apreciaron la prueba que se afirma indebidamente valorada, y 

demostrar -que no criticar, disentir, o discutir- que sus apreciaciones son 

arbitrarias o irrazonables por desconocer los derroteros de la sana crítica –los 

dictados de la lógica, las máximas de la experiencia, las leyes de la ciencia, se 

reitera-, y que el desacierto tuvo incidencia trascendente en el contenido o sentido 

del fallo, luego de dejar establecido que éste no se puede mantener con las 

restantes premisas de la sentencia, para lo cual el demandante tiene la 

correlativa carga de explicar por qué la apreciación de los demás elementos 

probatorios es insuficiente para sostenerla CSJ AP, 10 Ag 2006, Rad. 25527. 

 

Si lo pretendido es denunciar error de hecho por falso juicio de existencia por 

omisión de un indicio o un conjunto de ellos, lo primero que debe acreditar el 

censor es la incorporación material del medio probatorio a juicio y con el cual se 

evidencia el hecho indicador, la validez de su aducción, qué se establece de él, 

cuál mérito le corresponde, y luego de realizar el proceso de inferencia lógica a 

partir de tener acreditado el hecho base, exponer el indicio que se estructura sobre 

él, el valor correspondiente siguiendo las reglas de experiencia, y su articulación y 

convergencia con los otros indicios o medios de prueba directos. 

 

Además, dada la naturaleza de este medio de convicción, si el yerro se presenta en 

la labor de análisis de la convergencia y congruencia entre los distintos indicios y 

de éstos con los demás medios, o al asignar la fuerza demostrativa en su 

valoración conjunta, es aspecto que no puede dejarse de precisar en la demanda, 

concretando el tipo de error cometido, demostrando que la inferencia realizada por 

el juzgador se distancia de los postulados de la sana crítica, y acreditando que la 

apreciación probatoria que se propone en su reemplazo, permite llegar a 

conclusión diversa de aquella a la que arribara el sentenciador, pues no  trata la 

casación de dar lugar a anteponer el particular punto de vista del actor al del 

fallador, ya que en dicha eventualidad primará siempre éste, en cuanto la sentencia 
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se halla amparada por la doble presunción de acierto y legalidad, siendo carga del 

demandante desvirtuarla con la demostración concreta de haberse incurrido en 

errores determinantes de violación en la declaración del derecho.    

         

Es en este sentido que el demandante debe precisar en qué momento de la 

construcción indiciaria se produce, si en el hecho indicador, o en la inferencia por 

violar las reglas de la sana crítica,  para lo cual ha de señalar qué en concreto dice 

el medio demostrativo del hecho indicador, cómo hizo la inferencia el juzgador, 

en qué consistió el yerro, y qué grado de trascendencia tuvo éste por su 

repercusión en la parte resolutiva del fallo CSJ AP, 10 Mar 2004, Rad. 18328.  

 

La Sala ha convenido en advertir CSJ AP, 31 Mar 2008, Rad. 29249, además, que 

esta forma de atacar la apreciación de la prueba indiciaria, no solamente garantiza 

el respeto por su estructura lógica, sino que también facilita la compresión del 

cuestionamiento, pues cuando la censura aborda en forma indiscriminada los 

estados a que se ha hecho referencia, se incurre en contradicción, toda vez que, 

como se ha dejado dicho, es presupuesto de cada eslabón del cuestionamiento 

estar conforme con el anterior.  

 

4.- De todos modos, debe insistir la Sala en que de optar el demandante por la vía 

indirecta para denunciar la violación de normas sustanciales por errores en la 

apreciación de los medios de conocimiento, la misma naturaleza excepcional que  

la casación ostenta le impone la necesidad de abordar la demostración de cómo 

habría de corregirse el yerro probatorio que denuncia, modificando tanto el 

supuesto fáctico como la parte dispositiva de la sentencia. 

 

Como resulta apenas obvio, esta tarea comprende el deber de realizar un nuevo 

análisis de los medios de prueba, los elementos materiales probatorios y la 

evidencia física presentados y, por ende, debatidos en el juicio; valorando los 

medios que fueron omitidos, cercenados o tergiversados, o apreciando acorde con 

los principios técnico científicos establecidos para cada uno en particular y las 
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reglas de la sana crítica respecto de aquellos en cuya ponderación fueron 

transgredidos los postulados de la lógica, las leyes de la ciencia o los dictados de 

experiencia; y excluyendo del fallo los supuestos o los ilegalmente practicados o 

aducidos. 

 

 

 

 

 Auto de  No. 35459 de 30 de Julio de 2014. 

 

3.- Del mismo modo la Corte ha dejado establecido que si  de lo que se trata es de 

denunciar, con apoyo en la causal tercera de casación, que la sentencia del 

Tribunal incurre en “manifiesto desconocimiento de las reglas de producción y 

apreciación de la prueba sobre la cual se ha fundado la sentencia”,  dicho tipo de 

desacierto corresponde a la forma indirecta de violación a las disposiciones de 

derecho sustancial, y se configura cuando el sentenciador comete errores en la 

apreciación de los medios de prueba, los elementos materiales probatorios o la 

evidencia física, los cuales pueden ser de hecho o de derecho CSJ AP, 29 Ag 

2007, Rad. 26276. 

 

Los primeros, es decir los errores de hecho en la apreciación probatoria, se 

presentan cuando el juzgador se equivoca al contemplar materialmente el medio 

de conocimiento; porque deja de apreciar una prueba, elemento material o 

evidencia, pese a haber sido válidamente presentada o  practicada en el juicio oral, 

o porque la supone practicada en éste sin haberlo realmente sido y sin embargo le 

confiere mérito (falso juicio de existencia); o cuando no obstante considerarla 

legal y oportunamente presentada, practicada y controvertida, al fijar su contenido 

la distorsiona, cercena o adiciona en su expresión fáctica, haciéndole producir 

efectos que objetivamente no se establecen de ella (falso juicio de identidad); o, 

porque sin cometer ninguno de los anteriores desaciertos, habiendo sido 
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válidamente practicada la prueba en el juicio oral, en la sentencia es apreciada en 

su exacta dimensión fáctica, pero al asignarle su mérito persuasivo se aparta de los 

criterios técnico-científicos normativamente establecidos para la apreciación de 

ella, o  los postulados de la lógica, las leyes de la ciencia o las reglas de 

experiencia, es decir, los principios de la sana crítica, como método de valoración 

probatoria (falso raciocinio). 

De este modo, cuando el reparo se orienta por el falso juicio de existencia por 

suposición del medio de conocimiento, compete al casacionista demostrar el yerro 

con la indicación correspondiente del fallo en donde se aluda a dicho medio que 

materialmente no fue practicado, presentado o controvertido en el juicio; y si lo es 

por omisión de ponderar prueba, elemento material o evidencia física válidamente 

presentada o practicada en la audiencia de juicio oral (falso juicio de existencia 

por omisión), es su deber concretar la parte pertinente de la audiencia pública en 

que se presentó la evidencia o el elemento material o se practicó la prueba, e 

indicar qué objetivamente se establece de ella, cuál  mérito le corresponde 

siguiendo los postulados de la sana crítica y los criterios de valoración 

normativamente previstos para cada una, y señalar cómo su estimación conjunta 

con el arsenal probatorio aducido por las partes en el juicio y debidamente 

controvertido en éste, da lugar a variar las conclusiones del fallo, y, por tanto a 

modificar la parte resolutiva de la sentencia objeto de impugnación extraordinaria.      

Si lo pretendido es denunciar la configuración de errores de hecho por falsos 

juicios de identidad en la apreciación probatoria, el casacionista debe indicar 

expresamente qué en concreto dice el medio de prueba, el elemento material 

probatorio o la evidencia física, según el caso;  qué exactamente dijo de él el 

juzgador, cómo se le tergiversó, cercenó o adicionó en su expresión fáctica 

haciéndole producir efectos que objetivamente no se establecen de él, y lo más 

importante, la repercusión definitiva del desacierto en la declaración de justicia 

contenida en la parte resolutiva del fallo. 

Si se denuncia falso raciocinio por desconocimiento de los criterios técnico 

científicos normativamente establecidos para cada medio en particular (Art. 380 



55 
 

CPP), el casacionista tiene por deber precisar la norma de derecho procesal que 

fija los criterios de valoración de la prueba cuya ponderación se cuestiona, indicar 

cuál o cuáles de ellos fueron conculcados en el caso particular y demostrar la 

incidencia que dicho desacierto tuvo en la parte resolutiva del fallo. 

 

Si la denuncia se dirige a patentizar el desconocimiento de los  postulados de la 

sana crítica, se debe indicar qué dice de manera objetiva el medio, qué infirió de él 

el juzgador y cuál mérito persuasivo le fue otorgado; también debe señalar cuál 

postulado de la lógica, ley de la ciencia o máxima de experiencia fue desconocida, 

y cuál el aporte científico correcto, la regla de la lógica apropiada, la máxima de la 

experiencia que debió tomarse en consideración y cómo; finalmente, demostrar la 

trascendencia del error, indicando cuál debe ser la apreciación correcta de la 

prueba o pruebas que cuestiona, y que habría dado lugar a proferir un fallo 

sustancialmente distinto y opuesto al ameritado. 

 

La Corte no puede dejar de subrayar que cuando de precisar la naturaleza y alcance 

de los errores originados en la apreciación judicial de las pruebas, como uno de los 

motivos de invalidación susceptibles de ser invocados en sede de casación, la 

jurisprudencia CSJ AP, 17 Sep 2003, Rad. 17690  ha sido insistente en señalar que 

este desacierto no resulta configurado por la sola disparidad de criterios entre la 

valoración realizada por los jueces y la pretendida por los sujetos procesales, sino de 

la comprobada y grotesca contradicción entre aquella y las reglas que informan la 

valoración racional de la prueba. 

También ha dicho, en doctrina suficientemente decantada y difundida,  que si un 

contraste de tales características no se presenta, porque los juzgadores, en ejercicio 

de esta función, han respetado los límites que prescriben las reglas de la sana crítica, 

será su criterio, no el de las partes, el llamado a prevalecer, por virtud de la doble 

presunción de acierto y legalidad con que está amparada la sentencia de segunda 

instancia. 
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Por esto, ha de reiterarse que inane resulta, por tanto, en sede extraordinaria, 

pretender desquiciar el andamiaje fáctico-jurídico del fallo impugnado con 

fundamento en simples apreciaciones subjetivas sobre la forma como el juez de la 

causa debió enfrentar el proceso de concreción del mérito demostrativo de los 

elementos de prueba, o el valor que debió habérsele asignado a un determinado 

medio. 

  …(..).. 

Los errores de derecho en la apreciación de las pruebas, entrañan, por su parte, 

la apreciación material del medio de conocimiento por parte del juzgador, quien lo 

acepta no obstante haber sido aportado al juicio, o practicado o presentado en éste, 

con violación de las garantías fundamentales o de las formalidades legales para su 

aducción o práctica; o lo rechaza y deja de ponderar porque a pesar de haber sido 

objetivamente cumplidas, considera que no las reúne (falso juicio de legalidad). 

También, aunque de restringida aplicación por haber desaparecido del sistema 

procesal la tarifa legal, se incurre en esta especie de error cuando el juzgador 

desconoce el valor prefijado al medio de conocimiento en la ley, o la eficacia que 

ésta le asigna (falso juicio de convicción), correspondiendo al actor, en todo caso, 

señalar las normas procesales que reglan los medios de conocimiento sobre los 

que predica el yerro, y acreditar cómo se produjo su trasgresión. 

Cada una de estas especies de error, obedece a momentos lógicamente distintos en 

la apreciación probatoria y corresponden a una secuencia de carácter progresivo, 

así encuentre concreción en un acto históricamente unitario: el fallo judicial de 

segunda instancia. Por esto no resulta técnicamente correcto que frente a un 

mismo medio de conocimiento y dentro del mismo cargo,  o en otro postulado 

en el mismo plano, sin indicar la prelación con que la Corte ha de abordar su 

análisis, se mezclen argumentos referidos a desaciertos probatorios de 

naturaleza distinta. 
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Debido a ello, en aras de la claridad y precisión que ha de regir la fundamentación 

del instrumento extraordinario de la casación, compete al actor identificar 

nítidamente la vía de impugnación a que se acoge, señalar el sentido de 

trasgresión de la ley y, según el caso, concretar el tipo de desacierto en que se 

funda, individualizar el medio o medios de conocimiento sobre los que predica el 

yerro, e indicar de manera objetiva su contenido, el mérito atribuido por el 

juzgador, la incidencia del desacierto cometido en las conclusiones del fallo, y en 

relación de determinación concretar la norma de derecho sustancial que 

mediatamente resultó excluida o indebidamente aplicada y acreditar cómo, de no 

haber ocurrido el yerro, el sentido del fallo habría sido sustancialmente distinto y 

opuesto al impugnado, integrando de esta manera lo que se conoce como la 

proposición jurídica del cargo y la formulación completa de éste. 

4.- Y cuando de ataque a la apreciación de la prueba indiciaria se trata, el 

censor debe informar si la equivocación se cometió respecto de los medios 

demostrativos de los hechos indicadores, la inferencia lógica, o en el proceso de 

valoración conjunta al apreciar su articulación, convergencia y concordancia de 

los varios indicios entre sí, y entre éstos y las restantes pruebas, para llegar a una 

conclusión fáctica desacertada. 

De manera que si el error radica en la apreciación del hecho indicador, dado que 

necesariamente éste ha de acreditarse con otro medio de prueba de los legalmente 

establecidos, ineludible resulta postular  si el yerro fue de hecho o de derecho, a 

qué expresión corresponde, y cómo alcanza demostración para el caso. 

Si el error se ubica en el proceso de inferencia lógica, ello supone partir de aceptar 

la validez del medio con el que se acredita el hecho indicador, y demostrar al 

tiempo que el juzgador en la  labor de asignación del mérito suasorio se apartó de 

las leyes de la ciencia, los principios de la lógica o las reglas de experiencia, 

haciendo evidente en qué consiste y cual es la operancia correcta de cada uno de 

ellos, y cómo en concreto esto es desconocido. 

O, en otras palabras dicho,  
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…su demostración impone, entonces, tener que confrontar la forma como los 

juzgadores apreciaron la prueba que se afirma indebidamente valorada, y 

demostrar -que no criticar, disentir, o discutir- que sus apreciaciones son 

arbitrarias o irrazonables por desconocer los derroteros de la sana crítica –los 

dictados de la lógica, las máximas de la experiencia, las leyes de la ciencia, se 

reitera-, y que el desacierto tuvo incidencia trascendente en el contenido o sentido 

del fallo, luego de dejar establecido que éste no se puede mantener con las 

restantes premisas de la sentencia, para lo cual el demandante tiene la 

correlativa carga de explicar por qué la apreciación de los demás elementos 

probatorios es insuficiente para sostenerla CSJ AP, 10 Ag 2006, Rad. 25527. 

Si lo pretendido es denunciar error de hecho por falso juicio de existencia por 

omisión de un indicio o un conjunto de ellos, lo primero que debe acreditar el 

censor es la incorporación material del medio probatorio a juicio y con el cual se 

evidencia el hecho indicador, la validez de su aducción, qué se establece de él, 

cuál mérito le corresponde, y luego de realizar el proceso de inferencia lógica a 

partir de tener acreditado el hecho base, exponer el indicio que se estructura sobre 

él, el valor correspondiente siguiendo las reglas de experiencia, y su articulación y 

convergencia con los otros indicios o medios de prueba directos. 

Además, dada la naturaleza de este medio de convicción, si el yerro se presenta en 

la labor de análisis de la convergencia y congruencia entre los distintos indicios y 

de éstos con los demás medios, o al asignar la fuerza demostrativa en su 

valoración conjunta, es aspecto que no puede dejarse de precisar en la demanda, 

concretando el tipo de error cometido, demostrando que la inferencia realizada por 

el juzgador se distancia de los postulados de la sana crítica, y acreditando que la 

apreciación probatoria que se propone en su reemplazo, permite llegar a 

conclusión diversa de aquella a la que arribara el sentenciador, pues no  trata la 

casación de dar lugar a anteponer el particular punto de vista del actor al del 

fallador, ya que en dicha eventualidad primará siempre éste, en cuanto la sentencia 

se halla amparada por la doble presunción de acierto y legalidad, siendo carga del 
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demandante desvirtuarla con la demostración concreta de haberse incurrido en 

errores determinantes de violación en la declaración del derecho.    

Es en este sentido que el demandante debe precisar en qué momento de la 

construcción indiciaria se produce, si en el hecho indicador, o en la inferencia por 

violar las reglas de la sana crítica,  para lo cual ha de señalar qué en concreto dice 

el medio demostrativo del hecho indicador, cómo hizo la inferencia el juzgador, 

en qué consistió el yerro, y qué grado de trascendencia tuvo éste por su 

repercusión en la parte resolutiva del fallo CSJ AP, 10 Mar 2004, Rad. 18328.  

La Sala ha convenido en advertir CSJ AP, 31 Mar 2008, Rad. 29249, además, que 

esta forma de atacar la apreciación de la prueba indiciaria, no solamente garantiza 

el respeto por su estructura lógica, sino que también facilita la compresión del 

cuestionamiento, pues cuando la censura aborda en forma indiscriminada los 

estados a que se ha hecho referencia, se incurre en contradicción, toda vez que, 

como se ha dejado dicho, es presupuesto de cada eslabón del cuestionamiento 

estar conforme con el anterior.  

5.- De todos modos, debe insistir la Sala en que de optar el demandante por la vía 

indirecta para denunciar la violación de normas sustanciales por errores en la 

apreciación de los medios de conocimiento, la misma naturaleza excepcional que  

la casación ostenta le impone la necesidad de abordar la demostración de cómo 

habría de corregirse el yerro probatorio que denuncia, modificando tanto el 

supuesto fáctico como la parte dispositiva de la sentencia. 

Como resulta apenas obvio, esta tarea comprende el deber de realizar un nuevo 

análisis de los medios de prueba, los elementos materiales probatorios y la 

evidencia física presentados y, por ende, debatidos en el juicio; valorando los 

medios que fueron omitidos, cercenados o tergiversados, o apreciando acorde con 

los principios técnico científicos establecidos para cada uno en particular y las 

reglas de la sana crítica respecto de aquellos en cuya ponderación fueron 

transgredidos los postulados de la lógica, las leyes de la ciencia o los dictados de 
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experiencia; y excluyendo del fallo los supuestos o los ilegalmente practicados o 

aducidos. 

Autos de inadmisión del año 2015. 

 Auto No. 43580 de 29 Abril de 2015. 

3.- Del mismo modo la Corte ha dejado establecido que si  de lo que se trata es de 

denunciar, con apoyo en la causal tercera de casación, que la sentencia del 

Tribunal incurre en “manifiesto desconocimiento de las reglas de producción y 

apreciación de la prueba sobre la cual se ha fundado la sentencia”,  dicho tipo de 

desacierto corresponde a la forma indirecta de violación a las disposiciones de 

derecho sustancial, y se configura cuando el sentenciador comete errores en la 

apreciación de los medios de prueba, los elementos materiales probatorios o la 

evidencia física, los cuales pueden ser de hecho o de derecho CSJ AP, 29 Ag 

2007, Rad. 26276. 

4.- En relación con los errores de hecho en la apreciación probatoria, la 

jurisprudencia ha indicado que se presentan cuando el juzgador se equivoca al 

contemplar materialmente el medio de conocimiento, sea porque deja de apreciar 

una prueba, elemento material o evidencia, pese a haber sido válidamente 

presentada o  practicada en el juicio oral, o porque la supone practicada en éste sin 

haberlo realmente sido y sin embargo le confiere mérito (falso juicio de 

existencia); o cuando no obstante considerarla legal y oportunamente presentada, 

practicada y controvertida, al fijar su contenido la distorsiona, cercena o adiciona 

en su expresión fáctica, haciéndole producir efectos que objetivamente no se 

establecen de ella (falso juicio de identidad); o, porque sin cometer ninguno de 

los anteriores desaciertos, habiendo sido válidamente practicada la prueba en el 

juicio oral, en la sentencia es apreciada en su exacta dimensión fáctica, pero al 

asignarle su mérito persuasivo se aparta de los criterios técnico-científicos 

normativamente establecidos para la apreciación de ella, o  los postulados de la 

lógica, las leyes de la ciencia o las reglas de experiencia, es decir, los principios de 

la sana crítica, como método de valoración probatoria (falso raciocinio). 
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De este modo, cuando el reparo se orienta por el falso juicio de existencia por 

suposición del medio de conocimiento, compete al casacionista demostrar el yerro 

con la indicación correspondiente del fallo en donde se aluda a dicho medio que 

materialmente no fue practicado, presentado o controvertido en el juicio; y si lo es 

por omisión de ponderar prueba, elemento material o evidencia física válidamente 

presentada o practicada en la audiencia de juicio oral (falso juicio de existencia 

por omisión), es su deber concretar la parte pertinente de la audiencia pública en 

que se presentó la evidencia o el elemento material o se practicó la prueba, e 

indicar qué objetivamente se establece de ella, cuál  mérito le corresponde 

siguiendo los postulados de la sana crítica y los criterios de valoración 

normativamente previstos para cada una, y señalar cómo su estimación conjunta 

con el arsenal probatorio aducido por las partes en el juicio y debidamente 

controvertido en éste, da lugar a variar las conclusiones del fallo, y, por tanto a 

modificar la parte resolutiva de la sentencia objeto de impugnación extraordinaria.      

Si lo pretendido es denunciar la configuración de errores de hecho por falsos 

juicios de identidad en la apreciación probatoria, el casacionista debe indicar 

expresamente qué en concreto dice el medio de prueba, el elemento material 

probatorio o la evidencia física, según el caso;  qué exactamente dijo de él el 

juzgador, cómo se le tergiversó, cercenó o adicionó en su expresión fáctica 

haciéndole producir efectos que objetivamente no se establecen de él, y lo más 

importante, la repercusión definitiva del desacierto en la declaración de justicia 

contenida en la parte resolutiva del fallo. 

Si se denuncia falso raciocinio por desconocimiento de los criterios técnico 

científicos normativamente establecidos para cada medio en particular (Art. 380 

CPP), el casacionista tiene por deber precisar la norma de derecho procesal que 

fija los criterios de valoración de la prueba cuya ponderación se cuestiona, indicar 

cuál o cuáles de ellos fueron conculcados en el caso particular y demostrar la 

incidencia que dicho desacierto tuvo en la parte resolutiva del fallo. 

Si la denuncia se dirige a patentizar el desconocimiento de los postulados de la 

sana crítica, se debe indicar qué dice de manera objetiva el medio, qué infirió de él 



62 
 

el juzgador y cuál mérito persuasivo le fue otorgado; también debe señalar cuál 

postulado de la lógica, ley de la ciencia o máxima de experiencia fue desconocida, 

y cuál el aporte científico correcto, la regla de la lógica apropiada, la máxima de la 

experiencia que debió tomarse en consideración y cómo; finalmente, demostrar la 

trascendencia del error, indicando cuál debe ser la apreciación correcta de la 

prueba o pruebas que cuestiona, y que habría dado lugar a proferir un fallo 

sustancialmente distinto y opuesto al ameritado. 

   

La Corte no puede dejar de subrayar que cuando de precisar la naturaleza y alcance 

de los errores originados en la apreciación judicial de las pruebas, como uno de los 

motivos de invalidación susceptibles de ser invocados en sede de casación, la 

jurisprudencia CSJ AP, 17 Sep 2003, Rad. 17690  ha sido insistente en señalar que 

este desacierto no resulta configurado por la sola disparidad de criterios entre la 

valoración realizada por los jueces y la pretendida por los sujetos procesales, sino de 

la comprobada y grotesca contradicción entre aquella y las reglas que informan la 

valoración racional de la prueba. 

También ha dicho, en doctrina suficientemente decantada y difundida,  que si un 

contraste de tales características no se presenta, porque los juzgadores, en ejercicio 

de esta función, han respetado los límites que prescriben las reglas de la sana crítica, 

será su criterio, no el de las partes, el llamado a prevalecer, por virtud de la doble 

presunción de acierto y legalidad con que está amparada la sentencia de segunda 

instancia. 

Por esto, ha de reiterarse que inane resulta, por tanto, en sede extraordinaria, 

pretender desquiciar el andamiaje fáctico-jurídico del fallo impugnado con 

fundamento en simples apreciaciones subjetivas sobre la forma como el juez de la 

causa debió enfrentar el proceso de concreción del mérito demostrativo de los 

elementos de prueba, o el valor que debió habérsele asignado a un determinado 

medio. 
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No se trata, pues, de presentar discrepancias interpretativas en relación a cómo se 

aprecian las pruebas por los juzgadores y cómo hubiera querido el demandante 

que fueran valoradas, pues ello no es posible de plantearlo en sede del recurso 

extraordinario de casación dada la inocuidad de este tipo de argumentos para 

derruir la presunción de acierto y legalidad que ampara el fallo. Esto tiene sentido 

si se considera que dentro de la autonomía de apreciación probatoria la labor del 

juez al evaluar el caudal probatorio consiste precisamente en definir a qué 

elementos de juicio les reconoce credibilidad y a cuáles no para llegar a su 

convencimiento sobre la verdad de lo acaecido, establecer la base fáctica de la 

sentencia y la declaración del derecho en la parte resolutiva del fallo.    

Tampoco trata la casación, en cuanto a este motivo se refiere, de presentar 

argumentos probatorios que puedan ser válidos frente a una hipótesis posible de 

interpretación, pues lo posible no se identifica con lo cierto, real, claro y 

manifiesto, ni puede ser utilizado como fundamento para resolver la divergencia 

apreciativa de los medios entre el juez y las partes. En tal eventualidad prevalece 

el criterio de aquél siempre y cuando se mantenga dentro de las pautas que rigen 

la persuasión racional, cuya desvirtuación compete al demandante de manera 

objetiva, clara y completa con referencia a la totalidad de los medios en que se 

sustentó el fallo objeto de censura y no combatiendo tan sólo una parte de ellos 

desde su particular punto de vista, como si el juicio no hubiera concluido con el 

proferimiento de la sentencia de segunda instancia.     

5.- De todos modos, debe insistir la Sala en que de optar el demandante por la vía 

indirecta para denunciar la violación de normas sustanciales por errores en la 

apreciación de los medios de conocimiento, la misma naturaleza excepcional que  

la casación ostenta le impone la necesidad de abordar la demostración de cómo 

habría de corregirse el yerro probatorio que denuncia, modificando tanto el 

supuesto fáctico como la parte dispositiva de la sentencia. 

Como resulta apenas obvio, plausible se ofrece recalcar que esta tarea comprende 

el deber de realizar un nuevo análisis de los medios de prueba, los elementos 

materiales probatorios y la evidencia física presentados y, por ende, debatidos en 
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el juicio; valorando los medios que fueron omitidos, cercenados o tergiversados, o 

apreciando acorde con los principios técnico científicos establecidos para cada 

uno en particular y las reglas de la sana crítica respecto de aquellos en cuya 

ponderación fueron transgredidos los postulados de la lógica, las leyes de la 

ciencia o los dictados de experiencia; y excluyendo del fallo los supuestos o los 

ilegalmente practicados o aducidos. 

Dicha labor no debe ser realizada de manera independiente en la ponderación 

individual de cada medio, sino en conjunto, esto es, valorando la prueba ameritada 

en confrontación con lo acreditado por las otras debatidas en juicio y 

acertadamente apreciadas, tal como lo ordenan las normas procesales establecidas 

para cada elemento probatorio en particular y las que aluden al modo integral de 

valoración. 

Todo ello en orden a hacer evidente la falta de aplicación o la aplicación indebida 

de un concreto precepto de derecho sustancial, pues, al fin y al cabo, es la 

demostración de la trasgresión de la norma de derecho sustancial por el fallo, la 

finalidad de la causal tercera de casación. De otro modo no podría concebirse el 

trámite extraordinario por errores de apreciación probatoria, si su propósito no se 

orienta a evidenciar la afectación de derechos o garantías fundamentales debido a 

la falta de aplicación de una norma del bloque de constitucionalidad, 

constitucional o legal, pese a ser la llamada a regular el caso, o la aplicación 

indebida de alguna de éstas cuando en realidad no lo rige CSJ AP, 26 Sep 2007, 

Rad. 28213. 

6.- Cabe  resaltar, asimismo, como quiera que a la violación del principio in dubio 

pro reo puede llegarse por incurrir el juzgador en la violación directa o la indirecta 

de la ley sustancial, resulta importante que el demandante señale clara y 

precisamente cuál es la vía escogida, a fin de realizar el correspondiente proceso 

demostrativo. 

De este modo, si el juzgador decide condenar pese a encontrar que la prueba 

válidamente recaudada no ofrece certeza sobre la realización de la conducta o la 
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responsabilidad penal del acusado, sino dudas sobre alguno de dichos aspectos que 

integran el punible, resulta claro que  lo procedente es acudir a la vía directa de 

violación de que trata la causal primera de casación, por falta de aplicación de la 

disposición sustancial que establece el mencionado principio. 

Si por el contrario, como resultado de una errónea apreciación probatoria, el 

juzgador equivocadamente concluye que en el proceso existe certeza sobre la 

realización de la conducta punible y la responsabilidad del acusado, y esto lo lleva a 

proferir una decisión injusta de condena, la vía de ataque adecuada será la indirecta, 

prevista en la causal tercera del artículo 181 de la Ley 906 de 2004. 

En cualquiera de estas dos hipótesis, como el motivo de casación a invocar es 

diverso, debe ser desarrollado de conformidad con los parámetros señalados por la 

jurisprudencia, de acuerdo con la causal de casación que corresponda atendiendo la 

naturaleza del yerro que se pretenda noticiar, los cuales tienen prevista como una de 

sus finalidades, la de facilitarle al usuario de la justicia en sede extraordinaria la 

postulación adecuada del motivo de disenso, para no incurrir en el riesgo de 

presentar propuestas incoherentes, difusas o contradictorias. 

 

Cabe precisar, que en cuanto tiene que ver con la aplicación del imperativo 

constitucional y legal del in dubio pro reo como resultado de apreciar las pruebas 

practicadas en la actuación penal, la Corte20 (Cfr. CSJ SP  4 sep. 2002, rad. 

15884), tiene dicho que lo siguiente: 

…[E]l reconocimiento de un tal principio probatorio, en ninguna forma 

está significando que para su aplicación sea suficiente su sola afirmación, 

desconociendo que la contradicción subyacente en el proceso de 

valoración probatoria se quede en la dinámica primaria de su aducción, ya 

que, precisamente, su máxima expresión dialéctica se encuentra es en el 

juicio que de ellas debe hacer el juzgador, quien como titular de la 

jurisdicción es el que debe confrontar en su integridad los elementos 

probatorios allegados legalmente al proceso, para con fundamento y límite 

                                                           
20 Cfr. Sentencia de única instancia de 4 de septiembre de 2002. Rad. 15884.  
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en la sana crítica, excepción hecha de aquellos casos en los que 

eventualmente la ley les reconozca tarifa legal, colija cuáles ameritan 

probar un hecho y cuáles no, labor intelectual esta que le impone una 

apreciación, inicialmente individual, pero, acto seguido, como en todo 

proceso analítico, confrontativa con el universo probatorio válidamente 

aportado al proceso, única forma de establecer la verdad procesal, pues el 

grado de certeza no puede ser abstracto sino referido a un objeto 

determinado, esto es, que el juicio probatorio imprescindiblemente debe 

fundamentarse en los medios de prueba dinamizados en la correspondiente 

actividad procesal, resultando intrascendente la sola afirmación de certeza 

o duda, según el caso, pues lo que importa es su demostración. 

6. Este procedimiento, impone, entonces, la elaboración de un juicio probatorio, 

que de suyo, conlleva un raciocinio, una conclusión, que en el campo valorativo 

viene a significar la convicción que se tenga sobre la existencia de un hecho o su 

negación, con el ítem de que en punto de la actividad probatoria procesal, su 

apreciación no puede partir de hipótesis, sino de hechos probados, los que 

contradictoriamente valorados, permitan o que todos los medios obtenidos para su 

demostración conduzcan a una sola verdad o que, por el contrario, su conjunto 

haga que, de la misma forma, con base en la lógica, la ciencia y la experiencia 

común, unos de ellos sucumban frente al objeto por demostrar, o que quedando 

los dos extremos en igual grado de credibilidad, imposibiliten llegar a la certeza 

sobre la existencia de una determinada conducta, de un hecho o de un preciso 

fenómeno, pudiendo, entonces, llegarse  a uno de los dos extremos viables, o la 

certeza o  la duda de su inexistencia. 

 

7. En todo caso, sea que el sujeto cognoscente llegue a uno y otro grado de 

credibilidad, lo que no puede ser jurídicamente admisible es que, a priori, se 

pueda privilegiar el valor de una determinada prueba, dejando de lado la 

imprescindible confrontación que se impone concretar con la integridad de su 

conjunto, ya que cada una de ellas puede contener una verdad, o más 

precisamente, dar origen a un criterio de verdad, que como tal debe estar 

predispuesto a ser confrontado con los demás, para que en su universo, integrados 

todos, sea dable deslindar los que puedan calificarse de lógicos, no contrarios a la 

ciencia ni a la experiencia, y descartar aquellos que se escapan a estos cánones 

exigidos por la ley para efectos de la apreciación probatoria, y así, de ellos, sí 

inferir la conclusión que irá a producir una determinada relevancia jurídica, tanto 

en lo sustantivo como en lo procesal, por haberse llegado a la certeza sobre el 

objeto que se pretende demostrar, o por el contrario, a la duda sobre el mismo. 
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 Auto No. 43802 de 29 de abril de 2015. 

3.- Del mismo modo la Corte tiene establecido que si de lo que se trata es de 

denunciar, con apoyo en la causal tercera de casación, que la sentencia del 

Tribunal incurre en <<manifiesto desconocimiento de las reglas de producción y 

apreciación de la prueba sobre la cual se ha fundado la sentencia>>,  dicho tipo 

de desacierto corresponde a la forma indirecta de violación a las disposiciones de 

derecho sustancial, y se configura cuando el sentenciador comete errores en la 

apreciación de los medios de prueba, los elementos materiales probatorios o la 

evidencia física, los cuales pueden ser de hecho o de derecho CSJ AP, 29 Ag 

2007, Rad. 26276. 

Los primeros, es decir los errores de hecho en la apreciación probatoria, se 

presentan cuando el juzgador se equivoca al contemplar materialmente el medio 

de conocimiento; porque deja de apreciar una prueba, elemento material o 

evidencia, pese a haber sido válidamente presentada o  practicada en el juicio oral, 

o porque la supone practicada en éste sin haberlo realmente sido y sin embargo le 

confiere mérito (falso juicio de existencia); o cuando no obstante considerarla 

legal y oportunamente presentada, practicada y controvertida, al fijar su contenido 

la distorsiona, cercena o adiciona en su expresión fáctica, haciéndole producir 

efectos que objetivamente no se establecen del ella (falso juicio de identidad); o, 

porque sin cometer ninguno de los anteriores desaciertos, habiendo sido 

válidamente practicada la prueba en el juicio oral, en la sentencia es apreciada en 

su exacta dimensión fáctica, pero al asignarle su mérito persuasivo se aparta de los 

criterios técnico-científicos normativamente establecidos para la apreciación de 

ella, o  los postulados de la lógica, las leyes de la ciencia o las reglas de 

experiencia, es decir, los principios de la sana crítica, como método de valoración 

probatoria (falso raciocinio). 

De este modo, cuando el reparo se orienta por el falso juicio de existencia por 

suposición del medio de conocimiento, compete al casacionista demostrar el yerro 

con la indicación correspondiente del fallo en donde se aluda a dicho medio que 
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materialmente no fue practicado, presentado o controvertido en el juicio; y si lo es 

por omisión de ponderar prueba, elemento material o evidencia física válidamente 

presentada o practicada en la audiencia de juicio oral (falso juicio de existencia 

por omisión), es su deber concretar la parte pertinente de la audiencia pública en 

que se presentó la evidencia o el elemento material o se practicó la prueba, e 

indicar qué objetivamente se establece de ella, cuál  mérito le corresponde 

siguiendo los postulados de la sana crítica y los criterios de valoración 

normativamente previstos para cada una, y señalar cómo su estimación conjunta 

con el arsenal probatorio aducido por las partes en el juicio y debidamente 

controvertido en éste, da lugar a variar las conclusiones del fallo, y, por tanto a 

modificar la parte resolutiva de la sentencia objeto de impugnación extraordinaria.      

Si lo pretendido es denunciar la configuración de errores de hecho por falsos 

juicios de identidad en la apreciación probatoria, el casacionista debe indicar 

expresamente qué en concreto dice el medio de prueba, el elemento material 

probatorio o la evidencia física, según el caso; qué exactamente dijo de él el 

juzgador, cómo se le tergiversó, cercenó o adicionó en su expresión fáctica 

haciéndole producir efectos que objetivamente no se establecen de él, y lo más 

importante, la repercusión definitiva del desacierto en la declaración de justicia 

contenida en la parte resolutiva del fallo. 

Si se denuncia falso raciocinio por desconocimiento de los criterios técnico 

científicos normativamente establecidos para cada medio en particular (Art. 380 

CPP), el casacionista tiene por deber precisar la norma de derecho procesal que 

fija los criterios de valoración de la prueba cuya ponderación se cuestiona, indicar 

cuál o cuáles de ellos fueron conculcados en el caso particular y demostrar la 

incidencia que dicho desacierto tuvo en la parte resolutiva del fallo. 

Si la denuncia se dirige a patentizar el desconocimiento de los postulados de la 

sana crítica, se debe indicar qué dice de manera objetiva el medio, qué infirió de él 

el juzgador y cuál mérito persuasivo le fue otorgado; también debe señalar cuál 

postulado de la lógica, ley de la ciencia o máxima de experiencia fue desconocida, 

y cuál el aporte científico correcto, la regla de la lógica apropiada, la máxima de la 
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experiencia que debió tomarse en consideración y cómo; finalmente, demostrar la 

trascendencia del error, indicando cuál debe ser la apreciación correcta de la 

prueba o pruebas que cuestiona, y que habría dado lugar a proferir un fallo 

sustancialmente distinto y opuesto al ameritado.   

La Corte no puede dejar de subrayar que cuando de precisar la naturaleza y alcance 

de los errores originados en la apreciación judicial de las pruebas, como uno de los 

motivos de invalidación susceptibles de ser invocados en sede de casación, la 

jurisprudencia CSJ AP, 17 Sep 2003, Rad. 17690 ha sido insistente en señalar que 

este desacierto no resulta configurado por la sola disparidad de criterios entre la 

valoración realizada por los jueces y la pretendida por los sujetos procesales, sino de 

la comprobada y grotesca contradicción entre aquella y las reglas que informan la 

valoración racional de la prueba. 

También ha dicho, en doctrina suficientemente decantada y difundida,  que si un 

contraste de tales características no se presenta, porque los juzgadores, en ejercicio 

de esta función, han respetado los límites que prescriben las reglas de la sana crítica, 

será su criterio, no el de las partes, el llamado a prevalecer, por virtud de la doble 

presunción de acierto y legalidad con que está amparada la sentencia de segunda 

instancia. 

 

Por esto, ha de reiterarse que inane resulta, por tanto, en sede extraordinaria, 

pretender desquiciar el andamiaje fáctico-jurídico del fallo impugnado con 

fundamento en simples apreciaciones subjetivas sobre la forma como el juez de la 

causa debió enfrentar el proceso de concreción del mérito demostrativo de los 

elementos de prueba, o el valor que debió habérsele asignado a un determinado 

medio. 

No se trata, pues, de presentar discrepancias interpretativas en relación a cómo se 

aprecian las pruebas por los juzgadores y cómo hubiera querido el demandante 

que fueran valoradas, pues ello no es posible de plantearlo en sede del recurso 

extraordinario de casación dada la inocuidad de este tipo de argumentos para 
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derruir la presunción de acierto y legalidad que ampara el fallo. Esto tiene sentido 

si se considera que dentro de la autonomía de apreciación probatoria la labor del 

juez al evaluar el caudal probatorio consiste precisamente en definir a qué 

elementos de juicio les reconoce credibilidad y a cuáles no para llegar a su 

convencimiento sobre la verdad de lo acaecido, establecer la base fáctica de la 

sentencia y la declaración del derecho en la parte resolutiva del fallo.    

Tampoco trata la casación, en cuanto a este motivo se refiere, de presentar 

argumentos probatorios que puedan ser válidos frente a una hipótesis posible de 

interpretación, pues lo posible no se identifica con lo cierto, real, claro y 

manifiesto, ni puede ser utilizado como fundamento para resolver la divergencia 

apreciativa de los medios entre el juez y las partes. En tal eventualidad prevalece 

el criterio de aquél siempre y cuando se mantenga dentro de las pautas que rigen 

la persuasión racional, cuya desvirtuación compete al demandante de manera 

objetiva, clara y completa con referencia a la totalidad de los medios en que se 

sustentó el fallo objeto de censura y no combatiendo tan sólo una parte de ellos 

desde su particular punto de vista, como si el juicio no hubiera concluido con el 

proferimiento de la sentencia de segunda instancia.     

 

Los errores de derecho en la apreciación de las pruebas, entrañan, por su parte, 

la apreciación material del medio de conocimiento por parte del juzgador, quien lo 

acepta no obstante haber sido aportado al juicio, o practicado o presentado en éste, 

con violación de las garantías fundamentales o de las formalidades legales para su 

aducción o práctica; o lo rechaza y deja de ponderar porque a pesar de haber sido 

objetivamente cumplidas, considera que no las reúne (falso juicio de legalidad). 

También, aunque de restringida aplicación por haber desaparecido del sistema 

procesal la tarifa legal, se incurre en esta especie de error cuando el juzgador 

desconoce el valor prefijado al medio de conocimiento en la ley, o la eficacia que 

ésta le asigna (falso juicio de convicción), correspondiendo al actor, en todo caso, 
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señalar las normas procesales que reglan los medios de conocimiento sobre los 

que predica el yerro, y acreditar cómo se produjo su trasgresión. 

Cada una de estas especies de error, obedece a momentos lógicamente distintos en 

la apreciación probatoria y corresponde a una secuencia de carácter progresivo, así 

encuentre concreción en un acto históricamente unitario: el fallo judicial de 

segunda instancia. Por esto no resulta técnicamente correcto que frente a un 

mismo medio de conocimiento y dentro del mismo cargo, o en otro postulado en 

el mismo plano, sin indicar la prelación con que la Corte ha de abordar su análisis, 

se mezclen argumentos referidos a desaciertos probatorios de naturaleza distinta. 

Auto No. 44944 de 25 de mayo de 2015: 

Del mismo modo la Corte tiene establecido que si de lo que se trata es de 

denunciar, con apoyo en la causal tercera de casación, que la sentencia del 

Tribunal incurre en <<manifiesto desconocimiento de las reglas de producción y 

apreciación de la prueba sobre la cual se ha fundado la sentencia>>,  dicho tipo 

de desacierto corresponde a la forma indirecta de violación a las disposiciones de 

derecho sustancial, y se configura cuando el sentenciador comete errores en la 

apreciación de los medios de prueba, los elementos materiales probatorios o la 

evidencia física, los cuales pueden ser de hecho o de derecho CSJ AP, 29 Ag 

2007, Rad. 26276. 

Los primeros, es decir los errores de hecho en la apreciación probatoria, se 

presentan cuando el juzgador se equivoca al contemplar materialmente el medio 

de conocimiento; porque deja de apreciar una prueba, elemento material o 

evidencia, pese a haber sido válidamente presentada o  practicada en el juicio oral, 

o porque la supone practicada en éste sin haberlo realmente sido y sin embargo le 

confiere mérito (falso juicio de existencia); o cuando no obstante considerarla 

legal y oportunamente presentada, practicada y controvertida, al fijar su contenido 

la distorsiona, cercena o adiciona en su expresión fáctica, haciéndole producir 

efectos que objetivamente no se establecen del ella (falso juicio de identidad); o, 

porque sin cometer ninguno de los anteriores desaciertos, habiendo sido 
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válidamente practicada la prueba en el juicio oral, en la sentencia es apreciada en 

su exacta dimensión fáctica, pero al asignarle su mérito persuasivo se aparta de los 

criterios técnico-científicos normativamente establecidos para la apreciación de 

ella, o  los postulados de la lógica, las leyes de la ciencia o las reglas de 

experiencia, es decir, los principios de la sana crítica, como método de valoración 

probatoria (falso raciocinio). 

De este modo, cuando el reparo se orienta por el falso juicio de existencia por 

suposición del medio de conocimiento, compete al casacionista demostrar el yerro 

con la indicación correspondiente del fallo en donde se aluda a dicho medio que 

materialmente no fue practicado, presentado o controvertido en el juicio; y si lo es 

por omisión de ponderar prueba, elemento material o evidencia física válidamente 

presentada o practicada en la audiencia de juicio oral (falso juicio de existencia 

por omisión), es su deber concretar la parte pertinente de la audiencia pública en 

que se presentó la evidencia o el elemento material o se practicó la prueba, e 

indicar qué objetivamente se establece de ella, cuál  mérito le corresponde 

siguiendo los postulados de la sana crítica y los criterios de valoración 

normativamente previstos para cada una, y señalar cómo su estimación conjunta 

con el arsenal probatorio aducido por las partes en el juicio y debidamente 

controvertido en éste, da lugar a variar las conclusiones del fallo, y, por tanto a 

modificar la parte resolutiva de la sentencia objeto de impugnación extraordinaria. 

Si lo pretendido es denunciar la configuración de errores de hecho por falsos 

juicios de identidad en la apreciación probatoria, el casacionista debe indicar 

expresamente qué en concreto dice el medio de prueba, el elemento material 

probatorio o la evidencia física, según el caso; qué exactamente dijo de él el 

juzgador, cómo se le tergiversó, cercenó o adicionó en su expresión fáctica 

haciéndole producir efectos que objetivamente no se establecen de él, y lo más 

importante, la repercusión definitiva del desacierto en la declaración de justicia 

contenida en la parte resolutiva del fallo. 

Si se denuncia falso raciocinio por desconocimiento de los criterios técnico 

científicos normativamente establecidos para cada medio en particular (Art. 380 
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CPP), el casacionista tiene por deber precisar la norma de derecho procesal que 

fija los criterios de valoración de la prueba cuya ponderación se cuestiona, indicar 

cuál o cuáles de ellos fueron conculcados en el caso particular y demostrar la 

incidencia que dicho desacierto tuvo en la parte resolutiva del fallo. 

Si la denuncia se dirige a patentizar el desconocimiento de los postulados de la 

sana crítica, se debe indicar qué dice de manera objetiva el medio, qué infirió de él 

el juzgador y cuál mérito persuasivo le fue otorgado; también debe señalar cuál 

postulado de la lógica, ley de la ciencia o máxima de experiencia fue desconocida, 

y cuál el aporte científico correcto, la regla de la lógica apropiada, la máxima de la 

experiencia que debió tomarse en consideración y cómo; finalmente, demostrar la 

trascendencia del error, indicando cuál debe ser la apreciación correcta de la 

prueba o pruebas que cuestiona, y que habría dado lugar a proferir un fallo 

sustancialmente distinto y opuesto al ameritado. 

La Corte no puede dejar de subrayar que cuando de precisar la naturaleza y alcance 

de los errores originados en la apreciación judicial de las pruebas, como uno de los 

motivos de invalidación susceptibles de ser invocados en sede de casación, la 

jurisprudencia CSJ AP, 17 Sep 2003, Rad. 17690 ha sido insistente en señalar que 

este desacierto no resulta configurado por la sola disparidad de criterios entre la 

valoración realizada por los jueces y la pretendida por los sujetos procesales, sino de 

la comprobada y grotesca contradicción entre aquella y las reglas que informan la 

valoración racional de la prueba. 

También ha dicho, en doctrina suficientemente decantada y difundida,  que si un 

contraste de tales características no se presenta, porque los juzgadores, en ejercicio 

de esta función, han respetado los límites que prescriben las reglas de la sana crítica, 

será su criterio, no el de las partes, el llamado a prevalecer, por virtud de la doble 

presunción de acierto y legalidad con que está amparada la sentencia de segunda 

instancia. 

Por esto, ha de reiterarse que inane resulta, por tanto, en sede extraordinaria, 

pretender desquiciar el andamiaje fáctico-jurídico del fallo impugnado con 
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fundamento en simples apreciaciones subjetivas sobre la forma como el juez de la 

causa debió enfrentar el proceso de concreción del mérito demostrativo de los 

elementos de prueba, o el valor que debió habérsele asignado a un determinado 

medio. 

…(..). 

Los errores de derecho en la apreciación de las pruebas, entrañan, por su parte, 

la apreciación material del medio de conocimiento por parte del juzgador, quien lo 

acepta no obstante haber sido aportado al juicio, o practicado o presentado en éste, 

con violación de las garantías fundamentales o de las formalidades legales para su 

aducción o práctica; o lo rechaza y deja de ponderar porque a pesar de haber sido 

objetivamente cumplidas, considera que no las reúne (falso juicio de legalidad). 

También, aunque de restringida aplicación por haber desaparecido del sistema 

procesal la tarifa legal, se incurre en esta especie de error cuando el juzgador 

desconoce el valor prefijado al medio de conocimiento en la ley, o la eficacia que 

ésta le asigna (falso juicio de convicción), correspondiendo al actor, en todo caso, 

señalar las normas procesales que reglan los medios de conocimiento sobre los 

que predica el yerro, y acreditar cómo se produjo su trasgresión. 

Cada una de estas especies de error, obedece a momentos lógicamente distintos en 

la apreciación probatoria y corresponde a una secuencia de carácter progresivo, así 

encuentre concreción en un acto históricamente unitario: el fallo judicial de 

segunda instancia. Por esto no resulta técnicamente correcto que frente a un 

mismo medio de conocimiento y dentro del mismo cargo, o en otro postulado en 

el mismo plano, sin indicar la prelación con que la Corte ha de abordar su análisis, 

se mezclen argumentos referidos a desaciertos probatorios de naturaleza distinta. 

Debido a ello, en aras de la claridad y precisión que ha de regir la fundamentación 

del instrumento extraordinario de la casación, compete al actor identificar 

nítidamente la vía de impugnación a que se acoge, señalar el sentido de 

trasgresión de la ley y, según el caso, concretar el tipo de desacierto en que se 

funda, individualizar el medio o medios de conocimiento sobre los que predica el 
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yerro, e indicar de manera objetiva su contenido, el mérito atribuido por el 

juzgador, la incidencia del desacierto cometido en las conclusiones del fallo, y en 

relación de determinación concretar la norma de derecho sustancial que 

mediatamente resultó excluida o indebidamente aplicada y acreditar cómo, de no 

haber ocurrido el yerro, el sentido del fallo habría sido sustancialmente distinto y 

opuesto al impugnado, integrando de esta manera lo que se conoce como la 

proposición jurídica del cargo y la formulación completa de éste. 

De todos modos, debe insistir la Sala en que de optar el demandante por la vía 

indirecta para denunciar la violación de normas sustanciales por errores en la 

apreciación de los medios de conocimiento, la misma naturaleza excepcional que  

la casación ostenta le impone la necesidad de abordar la demostración de cómo 

habría de corregirse el yerro probatorio que denuncia, modificando tanto el 

supuesto fáctico como la parte dispositiva de la sentencia. 

Como resulta apenas obvio, esta tarea comprende el deber de realizar un nuevo 

análisis de los medios de prueba, los elementos materiales probatorios y la 

evidencia física presentados y, por ende, debatidos en el juicio; valorando los 

medios que fueron omitidos, cercenados o tergiversados, o apreciando acorde con 

los principios técnico científicos establecidos para cada uno en particular y las 

reglas de la sana crítica respecto de aquellos en cuya ponderación fueron 

transgredidos los postulados de la lógica, las leyes de la ciencia o los dictados de 

experiencia; y excluyendo del fallo los supuestos o los ilegalmente practicados o 

aducidos. 

Dicha labor no debe ser realizada de manera independiente en la ponderación 

individual de cada medio, sino en conjunto, esto es, valorando la prueba ameritada 

en confrontación con lo acreditado por las otras debatidas en juicio y 

acertadamente apreciadas, tal como lo ordenan las normas procesales establecidas 

para cada elemento probatorio en particular y las que aluden al modo integral de 

valoración. 
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Todo ello en orden a hacer evidente la falta de aplicación o la aplicación indebida 

de un concreto precepto de derecho sustancial, pues, al fin y al cabo, es la 

demostración de la trasgresión de la norma de derecho sustancial por el fallo, la 

finalidad de la causal tercera de casación. De otro modo no podría concebirse el 

trámite extraordinario por errores de apreciación probatoria, si su propósito no se 

orienta a evidenciar la afectación de derechos o garantías fundamentales debido a 

la falta de aplicación de una norma del bloque de constitucionalidad, 

constitucional o legal, pese a ser la llamada a regular el caso, o la aplicación 

indebida de alguna de éstas cuando en realidad no lo rige CSJ AP, 26 Sep 2007, 

Rad. 28213.21 

 

 

 

 

 

 

SOBRE LA CAUSAL TERCERA DE CASACIÓN EN LA LEY 600 DE 2000  

ASPECTOS GENERALES 

 

Como es bien sabido, actualmente en el procedimiento penal colombiano confluyen dos sistemas 

procesales penales con plena vigencia, estos son, la Ley 906 de 2004 y la Ley 600 de 2000, cuya 

aplicación varía dependiendo de la fecha de la comisión de los hechos investigados. Sin 

                                                           
21 Colombia, Corte Constitucional (2015, abril), “Sentencia No. 44944”, M. P. Bustos Ramírez,  J. 

L., Bogotá.  
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embargo, resulta plenamente válido concluir que a la fecha, es jurídicamente posible invocar las 

causales establecidas en la Ley 600 de 2000 pues se siguen adelantando y enjuiciando casos por 

las causes de ésta legislación procesal. 

Así, las cosas y como quiera que esta investigación se ha referido genéricamente a la CAUSAL 

TERCERA DE CASACIÓN PENAL, considera este servidor, que apartar de la misma el 

tratamiento que a ésta causal le otorga la ley 600 de 2000 resultaría por demás injusto, 

atendiendo su plena vigencia en la vida jurídica contemporánea.  

En esa dirección y bajo ése pretexto, me permitiré disertar un poco, sobre el tratamiento que a la 

referida causal de casación, le otorga la mencionada legislación, dicho sea de paso, de corte 

mixto por reunir características de sistemas procesales acusatorios (oralidad y publicidad) e 

inquisitivos (escritura y reserva de la investigación). 

Lo primero que debe decirse que es que en la Ley 600 de 2000, la causal tercera de casación se 

encuentra contempla en el numeral 3 del artículo 207 y dista mucho –conceptualmente hablando- 

de la establecida en el sistema procesal penal con tendencia acusatoria establecido en la Ley 906 

de 2004, pues mientras ésta encarna la violación indirecta de la ley sustancial, en la causal 

tercera, la primera hace referencia en la misma causal, a la “sentencia dictada en un juicio 

viciado de nulidad” 

Cuando hacemos referencia a lo que resulta nulo, estamos hablando de una situación que no tiene 

ni debe tener valor alguno o efecto vinculante por cuanto es contrario a los modos propios o 

reglas propias que lo rigen. Po lo anterior la nulidad –como consecuencia de un procedimiento 

viciado- puede entenderse desde tres perspectivas (i) el estado de un acto que se tiene por no 

producido, (ii) el vicio que le impide rendir sus efectos; y, (iii) la sanción que invalida ese acto.  

La nulidad es la máxima sanción que se la aplica al procedimiento, es una consecuencia que 

deben soportar las partes, cuando se castiga a la administración de justicia, a través de sus 

funcionarios, quienes deben tramitar los procesos de que tienen conocimiento con el respeto 

irrestricto de las formas preestablecidas por el legislador y de las garantías igualmente 

predestinadas para las partes en las causas penales.  
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El efecto que produce la declaratoria de nulidad es el reenvio de la actuación la etapa procesal en 

la cual se presentó el acto vulneratorio de garantías fundamentales en aras de reestablecer las 

garantías quebrantadas. Los actos jurídicos permeados por los efectos de la nulidad, se 

consideran jurídicamente inexistentes, y se tienen como no producidos en el mundo del proceso. 

En éste punto me parece importante relievar lo mencionado por el doctrinante JORGE 

VELASQUEZ NIÑO, entorno a la nulidad y la inexistencia. Sobre éste tópico refiere que debe 

diferenciarse el concepto de nulidad del de inexistencia, en tanto ésta hace referencia a que una 

diligencia o prueba se tiene por no obrante procesalmente cuando quiera que en su práctica se 

hubiese omitido cualquiera de las formalidades que legalmente se exigen en la ley para su 

aducción. Así, el artículo 305 procesal dice que para todos los efectos procesales se tienen por 

inexistentes las diligencias practicadas con la asistencia e intervención dl sindicado sin su 

defensor.  

Igualmente y como complemento resulta oportuno traer a colación el artículo 29 de la 

Constitución Política, el cual informa sobre los efectos de la nulidad lo siguiente: “Es nula, de 

pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso”. En consecuencia, cualquier 

medio probatorio, viciado de esta forma, se debe tener como inexistente. 

REGLAS A TENER EN CUENTA EN MATERIA DE NULIDADES PROCESALES. 

Los principios que rigen la solicitud y declaratoria de nulidades, su procedimiento y 

convalidación, se encuentra establecido en el artículo 310 de la Ley 600 de 2000, que contiene: 

 

 No se declarará la invalidez de un acto cuando cumpla la finalidad para el cual estaba 

destinando, siempre que no se viole el derecho a la defensa. 

 Quien alegue la nulidad debe demostrar que la irregularidad sustancial afecta garantías de 

los sujetos procesales, o desconoce las bases fundamentales de la instrucción y el 

juzgamiento.  

 No puede ni debe invocarse la nulidad por parte del sujeto procesal que haya coadyuvado 

con su conducta a la ejecución del acto irregular, salvo que se trate de falta de defensa 

técnica. 
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 Los actos irregulares pueden convalidarse por el consentimiento del perjudicado, siempre 

que se observen las garantías constitucionales.  

 Solo pueden decretarse cuando no exista otro medio procesal para subsanar la 

irregularidad sustancial. 

 No podrá decretarse ninguna nulidad procesal por causal distinta a las señaladas en la 

norma.  

La Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, ha hecho referencia y ha sido 

incisiva en cuanto a la existencia de ciertos principios que rigen la declaratoria de nulidades, 

así22:  

Principio de taxatividad. Resulta imprescindible al momento de invocar la nulidad, traer a 

colación los motivos expresamente establecidos en la ley para ello, esto es, los relacionados en el 

artículo 310 de la Ley 600 de 200023. 

Principio de Protección. La parte que haya dado lugar al vicio en el procedimiento no puede 

plantear la solicitud en su beneficio, salvo cuando se trate de ausencia de defensa técnica.  

Principio de convalidación procesal. La irregularidad que engendra el vicio puede ser convalidad 

de manera expresa o tácita por el sujeto procesal perjudicado, siempre que no se violen sus 

garantías fundamentales.  

Principio de trascendencia. La parte que solicite la nulidad tiene el deber de demostrar no solo la 

ocurrencia de la irregularidad en el proceso, sino que también debe demostrar que afecta de 

manera real las garantías de los sujetos procesales. 

Principio de residualidad. En virtud de este mandato de optimización24, compete al peticionario 

acreditar que la única forma de enmendar el agravio es la declaratoria de nulidad.  

Principio de la instrumentalidad de las formas. Indica la improcedencia cuando el acto tildado de 

irregular ha cumplido el propósito para el cual está destinado, siempre que no se viole el derecho 

fundamental a la defensa técnica.  

                                                           
22 Sala de Casación Penal, sentencia del 3 de marzo de 2004. Rad. 21.580. 
23 Sobre el particular se puede consultar la sentencia T 027 de 2008 de la H. Corte Constitucional.  
24 Como ha denominado el doctrinante ROBERT ALEXY, en su discurso sobre las reglas y los principios.  
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Principio de acreditación. Quien alega la configuración de un motivo de invalidación, debe 

especificar la causal que invoca y plantear los fundamentos de hecho y de derecho. 

 

LAS CAUSALES DE NULIDAD 

Contenidas en el artículo 306 del Código de Procedimiento Penal Ley 600 de 2000, se deben 

entender en general bajo el genérico del debido proceso, regulado constitucionalmente en el 

artículo 29 Superior que eleva a categoría de derechos fundamentales una serie de prerrogativas 

de quien es sometido a un juicio penal.  

En palabra de VELÁSQUEZ NIÑO, el desconocimiento de cualquiera de esos derechos 

apuntaría a una lesión al debido proceso y, por ende, podría ser denunciado en casación al 

amparo de la causal de nulidad.  No obstante en materia procesal penal la vulneración a varias de 

aquellas garantías debe hacerse por vía de los ostros motivos de casación, pues el artículo 306 de 

la Ley 600 del 200 solamente determina tres casuales de invalidación, que son taxativas, esto es, 

no ha lugar a invocar otras:  

1. La falta de competencia del funcionario judicial. 

2. La comprobada existencia de irregularidades sustanciales que afecten el debido proceso. 

3. La violación al derecho de defensa.  

 

FALTA DE COMPETENCIA DEL FUNCIONARIO JUDICIAL 

En tratándose de la Ley 600 de 2000, debo decir que tienen y adquieren competencia tanto el 

Juez en la etapa de Juzgamiento, como el Fiscal en la etapa instructiva, pues son las autoridades 

que al interior del proceso penal tiene poderes y alcances para declarar lo que se encuentra 

ajustado a derecho.  

En cuanto a esta causal de nulidad debemos decir que concurren varios factores que la componen 

y la determinan como  i) la naturaleza del hecho ii) el territorio ii) el fuero iv) el factor funcional. 
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La naturaleza de la conducta punible hace parte del factor objetivo y está relacionada con la 

calidad y la propiedad del asunto a investigar. Debido a ésta razón es que el legislador en el 

Código Represor ha establecido en orden descendiente los delitos de acuerdo a su gravedad, así 

es que debemos entender que los delitos del primer títulos son más graves que los del último 

título del libro segundo. Atendiendo a esta clasificación, que dicho sea de paso, es advertida por 

quien escribe este texto, el procedimiento a determinado que algunas investigaciones deben ser 

del conocimiento del algunos funcionarios de manera exclusiva. 

Por su parte, el artículo 81 del Código de Procedimiento Penal, establece la división territorial 

para efectos del juzgamiento en el territorio nacional, informa además que la Corte suprema de 

Justicia tiene competencia en toda la nación los tribunales superiores en los correspondientes 

distritos, los jueces del circuito y municipales en la correspondiente entidad territorial25. 

Frente al fuero, el cual hace parte del factor subjetivo de la competencia, debo decir que existen 

dos especies, el fuero legal y el fuero constitucional según lo establece la misma ley.  El numeral 

5 del artículo 7526 del Código de Procedimiento penal, por ejemplo, radica en cabeza de la Sala 

Penal de la Corte Suprema de Justicia, la competencia para adelantar el juzgamiento de los 

funcionarios de que trata el artículo 174 Superior y 235 numeral 2 ibídem.  

 

                                                           
25 ARTICULO 81. Ley 600 de 2000. DIVISION TERRITORIAL PARA EFECTO DEL JUZGAMIENTO. <Para 

los delitos cometidos con posterioridad al 1o. de enero de 2005 rige la Ley 906 de 2004, con sujeción al proceso de 

implementación establecido en su Artículo 528> El territorio nacional se divide para efectos del juzgamiento en 

distritos, circuitos y municipios.  

La Corte Suprema de Justicia tiene competencia en todo el territorio nacional.  

Los tribunales superiores de distrito judicial en el correspondiente distrito.  

Los jueces del circuito en el respectivo circuito, salvo lo dispuesto en norma especial.  

Los jueces municipales en el respectivo municipio.  

Los jueces de ejecución de penas y de medidas de seguridad en el respectivo distrito.  

 
26 ARTICULO 75. LEY 600 DE 2000. DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. <Para los delitos cometidos con 

posterioridad al 1o. de enero de 2005 rige la Ley 906 de 2004, con sujeción al proceso de implementación 

establecido en su Artículo 528. Lo anterior, salvo los casos de que trata el numeral 3 del artículo 235 de la 

Constitución Política los cuales continuarán su trámite por la Ley 600 de 2000> La Sala de Casación Penal de la 

Corte Suprema de Justicia conoce: 

 

(…) 

  

5. Del juzgamiento de los funcionarios a que se refieren los artículos 174 y 235 numeral 2 de la Constitución 

Política.  

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0906_2004_pr012.html#533
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0906_2004_pr012.html#528
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0906_2004_pr012.html#533
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0906_2004_pr012.html#528
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr007.html#235
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr005.html#174
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr007.html#235
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AFECTACIÓN AL DEBIDO PROCESO.   

        La falta de motivación 

        La 

motivación anfibológica 

    Cargos contradictorios 

    Errores sobre la época de los hechos 

AFECTACIÓN 

AL DEBIDO 

PROCESO 

    Ausencia absoluta de motivación 

    Motivación incompleta o deficiente 

        Motivación ambivalente  

        Motivación falsa 

Mucho se ha escrito sobre el debido proceso y sus componentes principales, tiene su fundamento 

constitucional en el artículo 29 Superior y se yergue como la principal garantía de los 

incriminados en el procedimiento penal debido a su amplio espectro y su universalidad de cara a 

otras garantías fundamentales.  Como se puede observar en el mapa conceptual, sus componentes 

son de vital importancia a la hora de fundamentar la solicitud de nulidad que se pretenda en 

determinada etapa procesa.  

 

VIOLACION AL DERECHO DE DEFENSA 

La jurisprudencia constitucional ha indicado que la protección de los derechos al debido proceso 

y de defensa, es el mecanismo idóneo para precaver en las actuaciones judiciales y 

administrativas la indefensión de las partes. Expresó así esta tesis la Corte Constitucional en 

sentencia C -383 DE 2000, con ponencia del Dr. ALVARO TAFUR GALVIS, al percatarse 

IRREGULARIDADES 

EN LA ACUSACIÓN 

IRREGULARIDADES 

EN LA SENTENCIA 
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sobre la finalidad de estas garantías. Así: “la Corte ha señalado que la finalidad tanto del derecho 

al debido proceso como a la defensa sea la interdicción a la indefensión, pues la desprotección de 

las personas frente al reclamo de sus propios derechos, desconociendo la vigencia efectiva de los 

principios superiores que rigen los procesos, desconoce el derecho a la igualdad. La indefensión 

surge, en términos de esta corte “cuando se priva al ciudadano de la posibilidad de impetrar la 

protección judicial de sus derechos o la de realizar dentro de dicho proceso, las adecuadas 

pruebas o cuando se le crea un obstáculo que dificulte la actividad defensiva o cuando se le niega 

una justa facultad de que su negocio sea conocido en segunda instancia27.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Metodología 

Estándar jurisprudencial. 

              Se construye a partir de los  preceptos contenidos en los autos inadmisorios analizados. 

La violación indirecta de la ley sustancial –hace referencia al manifiesto desconocimiento de las 

reglas de producción y apreciación de la prueba sobre la cual se ha fundado la sentencia-; si se 

desconocen las reglas de producción, estamos ante errores de derecho que se manifiestan por los 

                                                           
27 Sentencia C-383 de 200 M.P Alvaro Tafur Galvis; véase también sobre el particular la sentencia T 003 de 2001 

M.P Eduardo Montealegre Lynett.  
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falsos juicios de legalidad –práctica o incorporación de las pruebas sin observancia de los 

requisitos contemplados en la ley-, o, excepcionalmente por falso juicio de convicción, 

Cuando el desconocimiento de las reglas de apreciación hace referencia a los errores de hecho 

que surgen a través del falso juicio de identidad –distorsión o alteración de la expresión fáctica 

del elemento probatorio-, del falso juicio de existencia –declarar un hecho probado con base en 

una prueba inexistente u omitir la apreciación de una allegada de manera válida al proceso- y del 

falso raciocinio –fijación de premisas ilógicas o irrazonables por desconocimiento de las pautas 

de la sana crítica-, estamos ante violación indirecta de la ley por errores de hecho. 

La invocación de cualquiera de estos errores exige que el cargo se desarrolle conforme a los 

requisitos legales, indicando la trascendencia del error, es decir, que el mismo fue determinante del 

fallo censurado. 

Los errores de hecho en la apreciación probatoria, se presentan cuando el juzgador se 

equivoca al contemplar materialmente el medio de conocimiento; porque deja de apreciar una 

prueba, elemento material o evidencia, pese a haber sido válidamente presentada o  practicada en 

el juicio oral, o porque la supone practicada en éste, sin haberlo realmente sido y sin embargo le 

confiere mérito (falso juicio de existencia); o cuando no obstante considerarla legal y 

oportunamente presentada, practicada y controvertida, al fijar su contenido la distorsiona, 

cercena o adiciona en su expresión fáctica, haciéndole producir efectos que objetivamente no se 

establecen de ella (falso juicio de identidad); o, porque sin cometer ninguno de los anteriores 

desaciertos, habiendo sido válidamente practicada la prueba en el juicio oral, en la sentencia es 

apreciada en su exacta dimensión fáctica, pero al asignarle su mérito persuasivo se aparta de los 

criterios técnico-científicos normativamente establecidos para la apreciación de ella, o  los 

postulados de la lógica, las leyes de la ciencia o las reglas de experiencia, es decir, los principios 

de la sana crítica, como método de valoración probatoria (falso raciocinio). 

 

Cuando el reparo se orienta por el falso juicio de existencia por suposición del medio de 

conocimiento, se debe  demostrar el yerro con la indicación correspondiente del fallo en donde se 

aluda a dicho medio que materialmente no fue practicado, presentado o controvertido en el 

juicio; y si lo es por omisión de ponderar prueba, elemento material o evidencia física 
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válidamente presentada o practicada en la audiencia de juicio oral (falso juicio de existencia por 

omisión), es su deber concretar la parte pertinente de la audiencia pública en que se presentó la 

evidencia o el elemento material o se practicó la prueba, e indicar qué objetivamente se establece 

de ella, cuál  mérito le corresponde siguiendo los postulados de la sana crítica y los criterios de 

valoración normativamente previstos para cada una, y señalar cómo su estimación conjunta con 

el arsenal probatorio aducido por las partes en el juicio y debidamente controvertido en éste, da 

lugar a variar las conclusiones del fallo, y, por tanto a modificar la parte resolutiva de la 

sentencia objeto de impugnación extraordinaria.      

Cuando lo pretendido es denunciar la configuración de errores de hecho por falsos juicios de 

identidad en la apreciación probatoria, se debe indicar expresamente qué en concreto dice el 

medio de prueba, el elemento material probatorio o la evidencia física, según el caso;  qué 

exactamente dijo de él el juzgador, cómo se le tergiversó, cercenó o adicionó en su expresión 

fáctica haciéndole producir efectos que objetivamente no se establecen de él, y lo más 

importante, la repercusión definitiva del desacierto en la declaración de justicia contenida en la 

parte resolutiva del fallo. 

Si se denuncia falso raciocinio por desconocimiento de los criterios técnico científicos 

normativamente establecidos para cada medio en particular (Art. 380 CPP), se tiene por deber 

precisar la norma de derecho procesal que fija los criterios de valoración de la prueba cuya 

ponderación se cuestiona, indicar cuál o cuáles de ellos fueron conculcados en el caso particular 

y demostrar la incidencia que dicho desacierto tuvo en la parte resolutiva del fallo. 

Si la denuncia se dirige a patentizar el desconocimiento de los postulados de la sana crítica, se 

debe indicar qué dice de manera objetiva el medio, qué infirió de él el juzgador y cuál mérito 

persuasivo le fue otorgado; también debe señalar cuál postulado de la lógica, ley de la ciencia o 

máxima de experiencia fue desconocida, y cuál el aporte científico correcto, la regla de la lógica 

apropiada, la máxima de la experiencia que debió tomarse en consideración y cómo; finalmente, 

demostrar la trascendencia del error, indicando cuál debe ser la apreciación correcta de la prueba 

o pruebas que cuestiona, y que habría dado lugar a proferir un fallo sustancialmente distinto y 

opuesto al ameritado.   

Los errores de derecho en la apreciación de las pruebas, entrañan, por su parte, la apreciación 

material del medio de conocimiento por parte del juzgador, quien lo acepta no obstante haber 

sido aportado al juicio, o practicado o presentado en éste, con violación de las garantías 
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fundamentales o de las formalidades legales para su aducción o práctica; o lo rechaza y deja de 

ponderar porque a pesar de haber sido objetivamente cumplidas, considera que no las reúne 

(falso juicio de legalidad). 

También, aunque de restringida aplicación por haber desaparecido del sistema procesal la tarifa 

legal, se incurre en esta especie de error cuando el juzgador desconoce el valor prefijado al 

medio de conocimiento en la ley, o la eficacia que ésta le asigna (falso juicio de convicción), 

correspondiendo al actor, en todo caso, señalar las normas procesales que reglan los medios de 

conocimiento sobre los que predica el yerro, y acreditar cómo se produjo su trasgresión. 

Cada una de estas especies de error, obedece a momentos lógicamente distintos en la apreciación 

probatoria y corresponde a una secuencia de carácter progresivo, así encuentren concreción en un 

acto históricamente unitario: el fallo judicial de segunda instancia.  

Por esto no resulta técnicamente correcto que frente a un mismo medio de conocimiento y dentro 

del mismo cargo,  o en otro postulado en el mismo plano, sin indicar la prelación con que la 

Corte ha de abordar su análisis, se mezclen argumentos referidos a desaciertos probatorios de 

naturaleza distinta. 

Cuando de ataque a la apreciación de la prueba indiciaria se trata, el censor debe informar si 

la equivocación se cometió respecto de los medios demostrativos de los hechos indicadores, la 

inferencia lógica, o en el proceso de valoración conjunta al apreciar su articulación, convergencia 

y concordancia de los varios indicios entre sí, y entre éstos y las restantes pruebas, para llegar a 

una conclusión fáctica desacertada. 

De manera que si el error radica en la apreciación del hecho indicador, dado que necesariamente 

éste ha de acreditarse con otro medio de prueba de los legalmente establecidos, ineludible resulta 

postular  si el yerro fue de hecho o de derecho, a qué expresión corresponde, y cómo alcanza 

demostración para el caso. 

Si el error se ubica en el proceso de inferencia lógica, ello supone partir de aceptar la  validez 

del medio con el que se acredita el hecho indicador, y demostrar al tiempo que el juzgador en la  

labor de asignación del mérito suasorio se apartó de las leyes de la ciencia, los principios de la 

lógica o las reglas de experiencia, haciendo evidente en qué consiste y cuál es la operación 

correcta de cada uno de ellos, y cómo en concreto esto es desconocido. 

Si lo pretendido es denunciar error de hecho por falso juicio de existencia por omisión de un 

indicio o un conjunto de ellos, lo primero que debe acreditar el censor es la incorporación 
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material del medio probatorio a juicio y con el cual se evidencia el hecho indicador, la validez de 

su aducción, qué se establece de él, cuál mérito le corresponde, y luego de realizar el proceso de 

inferencia lógica a partir de tener acreditado el hecho base, exponer el indicio que se estructura 

sobre él, el valor correspondiente siguiendo las reglas de experiencia, y su articulación y 

convergencia con los otros indicios o medios de prueba directos. 

Ahora bien,  dada la naturaleza de este medio de convicción, si el yerro se presenta en la labor de 

análisis de la convergencia y congruencia entre los distintos indicios y de éstos con los demás 

medios, o al asignar la fuerza demostrativa en su valoración conjunta, es aspecto que no puede 

dejarse de precisar en la demanda, concretando el tipo de error cometido, demostrando que la 

inferencia realizada por el juzgador se distancia de los postulados de la sana crítica, y 

acreditando que la apreciación probatoria que se propone en su reemplazo, permite llegar a 

conclusión diversa de aquella a la que arribara el sentenciador, pues no  trata la casación de dar 

lugar a anteponer el particular punto de vista del actor al del fallador, ya que en dicha 

eventualidad primará siempre éste, en cuanto la sentencia se halla amparada por la doble 

presunción de acierto y legalidad, siendo carga del demandante desvirtuarla con la demostración 

concreta de haberse incurrido en errores determinantes de violación en la declaración del 

derecho.    

Es en este sentido que el demandante debe precisar en qué momento de la construcción indiciaria 

se produce, si en el hecho indicador, o en la inferencia por violar las reglas de la sana crítica,  

para lo cual ha de señalar qué en concreto dice el medio demostrativo del hecho indicador, cómo 

hizo la inferencia el juzgador, en qué consistió el yerro, y qué grado de trascendencia tuvo éste 

por su repercusión en la parte resolutiva del fallo.   

 

Cabe  resaltar, asimismo, como quiera que a la violación del principio in dubio pro reo puede 

llegarse por incurrir el juzgador en la violación directa o la indirecta de la ley sustancial, resulta 

importante que el demandante señale clara y precisamente cuál es la vía escogida, a fin de 

realizar el correspondiente proceso demostrativo. 

 

De este modo, si el juzgador decide condenar pese a encontrar que la prueba válidamente 

recaudada no ofrece certeza sobre la realización de la conducta o la responsabilidad penal del 

acusado, sino dudas sobre alguno de dichos aspectos que integran el punible, resulta claro que  lo 
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procedente es acudir a la vía directa de violación de que trata la causal primera de casación, por 

falta de aplicación de la disposición sustancial que establece el mencionado principio. 

Si por el contrario, como resultado de una errónea apreciación probatoria, el juzgador 

equivocadamente concluye que en el proceso existe certeza sobre la realización de la conducta 

punible y la responsabilidad del acusado, y esto lo lleva a proferir una decisión injusta de 

condena, la vía de ataque adecuada será la indirecta, prevista en la causal tercera del artículo 181 

de la Ley 906 de 2004. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Parte práctica. 
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Figura No. 1 

 A partir del cuadro anterior, se puede decir, que  una vez se escoja el camino de la 

violación indirecta de la ley sustancial, el recurrente debe  partir de la premisa de establecer cuál 

fue el hecho(s) que se dio por probado o si se negó un hecho estando la prueba. 

Como se observa dentro del cuadro, en su primera parte, al acudir a la preceptuada causal 

tercera, se da a entender que el proceso de selección e intelección de norma, fue adecuada. 

Una vez, se establezca por parte del recurrente, que su ataque  se ha de fundamentar en 

los medios de prueba en su producción y apreciación, seguimos un camino que se puede 

asemejar a una escalera, que de forma práctica se ha de interpretar de la siguiente manera: 

Errores de hecho. 

La prueba existe materialmente dentro del proceso, es su apreciación material. 

 

Primer escalón por error de hecho. 

Falta de aplicación

Error Selección Aplicación Indebida

Error Verdad Jurídica

In Iudicando Vilación directa Error Intelección Interpretación errónea

Verdad Factica

Violación  Indirecta. Error de hecho Falso Juicio Por Omisión

Existencia Por Suposición.

Falso Juicio Tergiversa

Error De identidad Adiciona

In Procedendo Cercena

Falso Reglas Experiencia

Raciocinio Sana Crítica Ciencia

Lógica. Falta 

Aplicación

Error Falso Juicio Producción Prueba Aplicación 

Derecho Legalidad Indebida

Falso Juicio de convicción Apreciación Prueba
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1. Establecemos si el medio probatorio se encuentra dentro de la actuación procesal. 

2. Si el medio probatorio existe,  el juez debe pronunciarse sobre él. 

3. Si el juez lo omitió referirse a este medio, estaremos ante una violación indirecta de la 

Ley por error de hecho por falso juicio de existencia por omisión del medio de prueba. 

4. Si el medio de prueba no existe, el juez, por lógica, no se podrá pronunciar sobre él. 

5. Pero si el Juez argumenta sobre un medio de prueba inexistente, esteremos ante una 

vilación indirecta de la Ley por error de hecho, por falso juicio de existencia por 

suposición del medio de prueba. 

Cuando la prueba se supone, se afirman hechos, sin respaldo probatorio. 

Segundo escalón por error de hecho. 

Si el juez ha hecho control del primer escalón, en la forma indicada, pasamos al segundo 

escalón, entendiendo, que ya no se podrá argumentar sobre situaciones jurídicas inherentes al 

tema del primer escalón, simplemente, al acudir al segundo escalón, se descarta el primero, por 

ser excluyentes. 

Para ello, establecemos la fidelidad debida que el Juez de instancia haya conservado sobre el 

contenido del medio de prueba, y tenemos por ende dos posibilidades: 

1. Que el Juez haya sido fiel a este contenido. 

2. Que el juez no haya sido fiel al contenido del medio de prueba. 

Ahora bien, si el juez ha sido fiel al contenido, pasaríamos a un tercer escalón, pero si el 

Juzgador, no ha sido fiel  al contenido del medio probatorio, al cercenarlo, al tergiversarlo (Poner 

a la prueba a decir, lo que no es), o adicionar dicho contenido, estaremos ante una violación 

indirecta de la ley sustancial, por error de hecho por falso juicio de identidad del medio de 

prueba, por cercenamiento, por tergiversación o por adición. 

El recurrente, en este escalón, puede acudir a un cargo,  que contengan diferentes errores de 

hecho por falsos juicios de identidad, por decir a manera de ejemplo, podemos acudir a un cargo 

sobre medio(s) de prueba que evidencie adiciones, tergiversaciones o cercenamientos a la vez, 

siendo, éste el único caso, en que podemos  indicar errores que no son excluyentes entre sí, por 

ser de la misma especie (Error de hecho por falso juicio de identidad). 
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Tercer escalón por error de hecho. 

Pero siguiendo con la tabla anterior, de ser cierto, que el Juez, ha sido fiel al contenido 

del medio de prueba, pasaríamos al tercer escalón, en el entendido, que ya no podemos acudir al 

anterior o al primer escalón, porque a medida que bajamos los escalones, los anteriores, se 

vuelven excluyentes. 

De estar el recurrente conforme con la existencia del medio de prueba y la fidelidad que 

el fallador ha mantenido sobre el contenido del mismo, entramos a analizar  el tercer escalón. 

El recurrente debe observar, cual o cuales de las reglas de la sana crítica ha aplicado 

sobre el medio de prueba, y analizar en detalle las reglas de la experiencia utilizadas en el fallo, 

las reglas de la ciencia y de la lógica, sobre las cuales el Juez ha sustentado el fallo y que pueden 

ser objeto de reproche por el usuario de casación. 

No debe el recurrente olvidar, que cada escalón que se escoja debe contener un yerro 

jurídico capaz de derrumbar la presunción de acierto y legalidad del fallo cuestionado. 

Cuando se pretende  valorar en contravía a los postulados de la sana crítica,  sugiriendo 

los autores de este texto, que  antes de acudir a la causal tercera por errores de hecho por falsos 

raciocinios, se detalle bien, la imposibilidad de intentar la demanda por los falsos juicios de 

identidad, ante la dificultad que se tiene al momento de enfrentar nuestros argumentos, con los 

argumentos del juez, que vienen revestidos de presunción de acierto y legalidad, en palabras más 

coloquiales, es poder demostrarle al juez, lo equivocado que estaba al momento de fallar, causal 

más compleja para acudir en recurso. 

Se ataca la credibilidad del medio de prueba, se ataca el factum, sin atacar la el medio de prueba. 

 

 

 

Errores de Derecho. 
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Si mantenemos un orden lógico, lo primero en revisar, sería si el medio de prueba adolece de 

errores de derecho y luego verificar, si adolece de errores de hecho, pero para no confundir al 

lector, se mantendrá la forma que en mayoría de textos se encuentra plasmada, así, como lo 

explica igualmente la jurisprudencia. 

Si establecemos que los primeros escalones de la escalera, se ajustan a legalidad, en el entendido, 

que el medio de prueba si existe en el proceso, el juez ha sido fiel a su contenido y su valoración 

se ajusta  a las reglas de la sana crítica,  el recurrente debe revisar las situaciones  que dan origen 

a la existencia de dicho medio probatorio y si el juez ha debido o no considerarlo para su 

valoración. 

Primer escalón por error de derecho, falso juicio de legalidad. 

En este primer escalón, el recurrente debe revisar la legalidad o la ilicitud que se haya 

presentado, en el momento de producirse el medio de prueba, a través de las diferentes etapas de 

la actuación penal, esto es, si se ha construido con formalidad de los procedimientos legales y el 

respeto por los derechos fundamentales de las partes e intervinientes en el proceso penal. 

Si la prueba ha sido producida con desconocimiento de los procedimientos o de los derechos 

fundamentales de las partes e intervinientes, estaremos ante la violación indirecta de la ley 

sustancial, por errores de derecho, por falsos juicios de legalidad. 

Cuando el recurrente encuentra esta clase de error, se produce de ipso facto una nulidad procesal, 

dándose aplicación al artículo 29 de la Carta política, que a su tenor literal indica: 

ARTICULO 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y  

administrativas.  

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o 

tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio.  

En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de 

preferencia a la restrictiva o desfavorable.  
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Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. 

Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o 

de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones 

injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la 

sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho.  

Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso.  
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C-507-06; C-425-06; C-340-07; C-860-08; C-241-09; C-801-09; C-980-10; C-089-11; C-444-11; 

C-644-11; C-434-13; C-755-13; C-035-14; C-792-14;  

 

Segundo escalón, error de derecho, falso juicio de convicción. 

Se presenta cuando el juzgador le da un valor diferente al que se encuentra fijado en la 

ley, y partimos del hecho que es excluyente con el falso juicio de legalidad, queriendo decirse, 

que damos por cierto, que la prueba ha sido producida o incorporada al jicio cumpliendo los 

requisitos legales. Ha indicado la Corte: 

De una parte, los errores de derecho, que se presentan cuando el juzgador contraviene 

el debido proceso probatorio, valga precisar, las normas que regulan las condiciones 

para la producción (práctica o incorporación) de un determinado medio de prueba en 

el juicio oral y público (tacha que se conoce como falso juicio de legalidad), o 

porque, aun cuando la prueba haya sido legal y regularmente producida, desconoce el 

valor prefijado en la ley a la misma (yerro que se denomina falso juicio de 

convicción), clase de dislate incompatible con el anterior y de excepcional ocurrencia 

dado que, por regla general, en la actual sistemática procesal penal (así como en las 

anteriores), los elementos de conocimiento no tienen asignado en el ordenamiento 

adjetivo un grado de persuasión tarifado o ponderado (salvo lo relativo a la prueba de 

referencia. Ley 906 de 2004, artículo 381, inciso segundo), sino que el funcionario 

está en la obligación de apreciarlos en conjunto, de acuerdo con los postulados de la 

sana crítica.28 

 

Fuentes primarias. 

Sentencias Hito proferidas por la Corte Suprema de Justicia – Sala penal desde el mes de Enero 

de 2005 al mes de Mayo de 2015, frente a las causales de Casación establecidas en la Ley 906 de 

                                                           
28 Colombia, Corte Constitucional (2013, febrero), “Sentencia No. 39926”, M. P. Socha Salamanca,  

J. E., Bogotá.  
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2004 y específicamente sentencias sobre . La causal primera, que  recoge los supuestos de 

violación de derechos o garantías fundamentales por falta de aplicación, interpretación errónea o 

aplicación indebida de una norma del bloque de constitucionalidad, constitucional o legal, 

llamada a regular el caso; sobre la causal segunda que recoge los supuestos de violación de 

derechos o garantías fundamentales en el ámbito específico del debido proceso y del derecho de 

defensa; sobre  la causal tercera que recoge supuestos de violación de derechos o garantías 

fundamentales por el manifiesto desconocimiento de las reglas de producción y apreciación de la 

prueba sobre la cual se ha fundado la sentencia y cuando la demanda  tiene por objeto la 

reparación integral decretada en la providencia que resuelve el incidente de que dan cuenta los 

artículos 102 a 108 de la Ley 906 de 2004. 

Serán fuentes primarias  las sentencias hito  sobre la efectividad del derecho material, el respeto 

de las garantías de los intervinientes, la reparación de los agravios inferidos a estos y la 

unificación de la jurisprudencia (Artículo 180, Ley 906 de 2004).  

Fuentes secundarias 

REPÚBLICA DE COLOMBIA, CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN 

PENAL, RELATORÍA, EXTRACTOS DE JURISPRUDENCIA, SEGUNDO TRIMESTRE DE 

2013 

Octubre de 2013 

1. I. Total de Providencias 

2. Quinientas sesenta y tres (563) decisiones analizadas 
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II. Providencias Seleccionadas para Extracto 

Sesenta y seis (66) decisiones seleccionadas como relevantes conforme a los criterios de  

novedad, cambio o unificación jurisprudencial o, de trascendencia jurídica dada la complejidad 

del asunto o interés de la comunidad jurídica en general. 

 

 

 

 

III. Recurso Extraordinario de Casación 

Doscientas cincuenta y nueve (259) decisiones analizadas 
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Código Penal. Recurso de Casación. ARTÍCULO 181. PROCEDENCIA. El recurso como 

control constitucional y legal procede contra las sentencias proferidas en segunda instancia en los 

procesos adelantados por delitos, cuando afectan derechos o garantías fundamentales por: 

1. Falta de aplicación, interpretación errónea, o aplicación indebida de una norma del bloque de 

constitucionalidad, constitucional o legal, llamada a regular el caso. 

2. Desconocimiento del debido proceso por afectación sustancial de su estructura o de la garantía 

debida a cualquiera de las partes. 

Concordancias 

Decreto 2770 de 2004; Art. 10  

 

Legislación Anterior 

Texto original de la Ley 906 de 2004, publicada en el Diario Oficial No. 45.657, de 31 de 

agosto de 2004:  

2. Desconocimiento de la estructura del debido proceso por afectación sustancial de su estructura 

o de la garantía debida a cualquiera de las partes. 

3. El manifiesto desconocimiento de las reglas de producción y apreciación de la prueba sobre la 

cual se ha fundado la sentencia. 

javascript:insRow33()
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto_2770_2004.html#10
javascript:insRow34()


98 
 

4. Cuando la casación tenga por objeto únicamente lo referente a la reparación integral decretada 

en la providencia que resuelva el incidente, deberá tener como fundamento las causales y la 

cuantía establecidas en las normas que regulan la casación civil. 

Concordancias 

Ley 600 de 2000; Art. 205; Art. 207  

 

Antes de entrar a emitir las conclusiones propias del presente trabajo, vale la pena insistir en que 

el recurso extraordinario de casación penal es consecuencia natural de la función que ejerce la 

Corte Suprema de Justicia como Tribunal de Casación en la República de Colombia, según lo 

determina el artículo 235 de la Constitución Política, y por ende, funge como guradiana de los 

fines primordiales contemplados en el artículo 180 del Código de Procedimiento Penal.  

Respecto de las exigencias que deben ostentar los recursos extraordinarios presentados ante la 

Suprema colegiatura, sin centrarnos en la causal tercera de la cual hemos dilucidado bastante, es 

importante aclarar que el nuevo estatuto procesal penal no las enumera rigurosamente –como si 

el art. 212 de la Ley 600/00- lo cierto es que se puede concluir que de los artículos 183 y 184  

señalan las causales a invocar, expresan con claridad meridiana los cargos a desarrollar y los 

fundamentos dirigidos a una sustentación eficiente. 

Ahora bien, este trabajo a insistido en procurar una guía básica para que el casacionista obtenga 

la admisión de su recurso extraordinario y de esta manera acceda efectivamente al derecho que le 

asiste a que el Supremo Tribunal Ordinario revise su caso.  Sin embargo, no debe dejarse de lado 

que ante las decisiones de inadmisión de las demandas, procede el  mecanismo de insistencia de 

conformidad con lo establecido en el artículo 186 de la Ley 906 de 2004, y aunque dicha 

regulación no precisa el trámite a seguir para que se aplique el referido mecanismo, la Sala de la 

Corte ha definido las reglas que habrán de seguirse para su aplicación. Así:  

 

 La solicitud de insistencia puede elevarse por ante el Ministerio Público a través de los 

Delegados para la Casación Penal, o ante uno de los Magistrados que hayan salvado voto 

javascript:insRow35()
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0600_2000_pr004.html#205
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0600_2000_pr004.html#207
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en cuanto a la decisión mayoritaria de inadmitir la demanda o ante uno de los que no 

haya intervenido en la discusión.  

 

 Es potestativo del Magistrado disidente, del que no intervino en los debates o del 

Delegado del Ministerio Público ante quien se formula la insistencia, optar por someter el 

asunto a consideración de la Sala o no presentarlo para su revisión, evento último en que 

informará de ello al peticionario en un plazo de quince (15) días. 
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Conclusiones  

En el devenir de la litigiosa, nos encontramos día a día  con que  la inadmisión de la 

demanda de casación se presenta cuando la misma se encuentra inmersa en los siguientes 

aspectos legales: cuando el demandante no tenga interés para acceder al recurso; cuando la 

demanda  no demuestre la presunta violación de garantías fundamentales; y cuando de su texto 

se desprenda por la Corte Suprema, que no soporta un argumento que respalde  alguno de los 

fines de la casación. 

Pero para acceder al justicia material expresada en términos de acceso a la administración 

de justicia, como derecho fundamental al debido proceso- a través de la casación penal, también 

se hace necesario  el cumplimiento de  requisitos  rigurosos exigidos en la presentación de la 

demanda de casación, por lo que resulta imprescindible que el usuario judicial, para el caso, el 

profesional del derecho y/o el operario,   tenga un conocimiento idóneo  sobre la técnica de 

presentación de la misma, a fin de  buscar en forma eficaz la protección de derechos y garantías 

fundamentales del procesado, cuando nos enfrentamos ante un fallo arbitrario e injusto, emitido 

por el Tribunal de instancia.  

 

No  podemos decir que  la rigurosidad  y la taxatividad de las causales establecidas, para 

acudir  en recurso extraordinario de casación, ante la Corte Suprema de Justicia, Sala Penal,  con 

el fin de obtener una justicia material, es la causante directa  y que fundamente la  imposibilidad 

de los procesados de acceder  efectivamente a la administración de justicia, ante el gran número 

de demandas inadmitidas, pero  la falta de conocimiento idóneo por parte de los abogados en la 

presentación de la misma, si puede ser un factor preponderante, que contribuye, a que un gran 

número de demandas presentadas, se inadmitan, por no cumplir con los requisitos legales 

exigidos para su presentación. 

De ahí, que analizadas los autos inadmisorios referenciados en el presente trabajo, a partir 

del año 2013 hasta el año 2015,  se llega a la conclusión, que la Corte no ha cambiado de criterio 

judicial en cuanto al cumplimiento de los requisitos legales exigidos en relación con la causal  

tercera de casación  cuando acudimos a la violación indirecta de la ley sustancial  por errores de 

hecho  o de derecho. 
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Empero, con el presente trabajo, se construye una guía práctica a partir de unas secuencias 

lógicas explicadas en  forma de escalones que facilitan la comprensión de lo lógica jurídica y 

coherencia que debe existir en cuanto a la causal tercera de casación, soportada en análisis de 

jurisprudencia de autos de inadmisión proferidos por la Corte Suprema de Justicia. 

Finalmente de acuerdo al tratamiento otorgado a la causal tercera de casación penal en lo 

que respecta a la Ley 600 de 2000, vale la pena sacar algunas conclusiones de cara a los dos 

sistemas procesales penales que coexisten en nuestro país.  

Considero que importante resulta para el abogado, tener en cuenta que la regulación de la 

CAUSAL TERCERA DE CASACIÓN es disímil en los dos sistemas penales vigentes, mientras 

en la Ley 600 de 2000 hace referencia a sentencias emitidas dentro de juicios viciados de nulidad 

conforme a lo comentado en este trabajo, en la segunda hace referencia a la violación indirecta 

de la ley sustancial. 

Debo decir que es tarea común para todos los jurisconsultos de todas las facultades del 

derecho, adquirir un compromiso ético y académico con la carrera y la sociedad, en el sentido de 

prepararnos día a día en la ampliación de nuestros conocimientos en la Ciencia del derecho, que 

como sabemos son fluctuantes y dinámicos, en pro de defender eficientemente a los usuarios de 

la administración de justicia, quienes se podrían ver afectados frente a la presentación de una 

demanda de casación penal sin el lleno de los requisitos legalmente exigidos tanto por la ley en 

sus dos sistemas procesales vigentes, como por la jurisprudencia abundante y ampliamente 

discutida en esta investigación.  

En suma, de nuestra preparación académica y juiciosos estudio puede eventualmente depender la 

libertad de una persona, o el efectivo acceso a la administración de justicia de otra, lo que 

demanda la mayor pulcritud por parte de los togados a la hora de capacitarse constantemente en 

el estudio del derecho penal y particularmente a la hora de presentar demandas de casación ante 

la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia.  
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